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NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia
JUZGADO : 17  Juzgado Civil de Santiagoº
CAUSA ROL : C-19224-2023
CARATULADO : RICHARDS/FISCO DE CHILE - CONSEJO

Santiago,  veintitr s de abril de dos mil veinticincoé
VISTOS:
Con  fecha  18  de  noviembre  de  2023,  a  trav s  de  presentaci né ó  

ingresada  por  oficina  judicial  virtual,  comparecen  do añ  Mar a  Paulinaí  
Richards  Zepeda,  R.U.N.:  9.907.041-2,  abogada  y  don  Eliseo  David 
Antonio  Richards  Torres,  R.U.N.:  4.315.941-0,  abogado,  ambos 
habilitados para el ejercicio de la profesi n y con domicilio en Catedral Nó º 
1233, oficina N  606, comuna y ciudad de Santiago, represent ndose a s° á í 
mismos  como  demandantes  y  en  representaci n  de  do a  ó ñ Nancy  Elba 
Zepeda  Salfate,  R.U.N.:  5.429.347-K,  chilena,  casada,  domiciliada  en 
Dubl  Almeida N  2803, comuna de u oa, ciudad de Santiago; de doné ° Ñ ñ  
Omar  Gast n  Zepeda  Salfateó ,  R.U.N.:  7.547.176-9,  chileno,  casado, 
domiciliado en calle Uno Oriente 199, Pichidangui, comuna de Los Vilos, 
regi n  de  Coquimbo  y  de  do a  ó ñ Mar a  Gabriela  Richards  Zepedaí , 
R.U.N.:  9.907.042-0,  chilena,  casada,  domiciliada en Dubl  Almeida Né ° 
2803, comuna de u oa, ciudad de Santiago, y en B lgica, en la ciudad deÑ ñ é  
Bruselas,  en  Treinta  y  Uno  Rue  de  la  Etoile,  Uccle,  1180,  quienes 
interponen demanda de indemnizaci n de da os y perjuicios, en contra deló ñ  
Fisco de Chile, representado por el Presidente del Consejo de Defensa del 
Estado,  don  Ra l  Leterier  Wartenberg,  ambos  con  domicilio  en  calleú  
Agustinas N  1687, comuna de Santiago, Regi n Metropolitana.° ó

Relata como hechos comunes que: El d a 24 de junio de 1987, en la“ í  
casa de la calle Javiera Carrera Sur N  520 de la comuna de La Reina,°  
viv a el matrimonio Richards Zepeda que arrendaba hace 3 a os. El jefe yí ñ  
padre de la familia, don Eliseo Richards Torres, de 44 a os, estaba en suñ  
oficina de abogado particular en el  centro de Santiago; la  mam , do aá ñ  
Nancy Elba Zepeda Salfate, de 42 a os, estaba en la casa en un d a libre deñ í  
trabajo, con su hermano, don Omar Gast n Zepeda Salfate, de 31 a os,ó ñ  
que  iba  una  vez  a  la  semana  a  lavar  ropa  y  las  hijas  mayores  del  
matrimonio, las estudiantes Mar a Gabriela y Mar a Paulina, de 21 y 19í í  
a os respectivamente (...).ñ

De un momento a otro, cerca de las 12 horas, comienza un violento  
allanamiento, realizado por m s de 50 agentes de la CNI y el Comandoá  
Conjunto,  que  en  gran  n mero  ingresaron  al  inmueble,  cortandoú  
simult neamente el tr nsito en un radio aproximado de dos cuadras a laá á  
redonda,  con  un  gran  despliegue  de  veh culos  con  y  sin  patentes.  Losí  
agentes hicieron uso de una fuerza excesiva: arrastramientos de las personas,  
uso  de  armamento,  destrucci n  de  los  objetos  del  inmueble  durante  laó  
b squeda de pruebas, encierro en las habitaciones con interrogatorios a losú  
miembros de la familia (...).
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Todos  los  demandantes  fueron  llevados  al  Cuartel  General  de  la  

Polic a de Investigaciones, ubicado entre las calles General Mackenna, Saní  
Pablo, Teatinos y Amun tegui y permanecieron ah  hasta el d a 30 de junioá í í  
de 1987. Dos de los demandantes,  don Omar Gast n Zepeda Salfate yó  
do a Mar a Gabriela Richards Zepeda, sufrieron de incomunicaci n total,ñ í ó  
mientras los otros tres pudieron ser visitados, luego de las 72 horas desde la  
detenci n.  En  ese  lugar,  todos  los  demandantes  fueron  sometidos  aó  
interrogatorios ilegales por la CNI, mediante tortura f sica y psicol gica.í ó

El d a 30 de junio de 1987 la 1  Fiscal a Militar env a incomunicadasí ° í í  
a la c rcel de San Miguel a las tres demandantes mujeres y a los hombres aá  
la Penitenciar a. El d a 01 de julio siguiente, don Eliseo Richards Torres,í í  
do a Nancy Elba Zepeda Salfate y don Omar Gast n Zepeda Salfate, salenñ ó  
en libertad incondicional por falta de m ritos. Mientras que do a Mar aé ñ í  
Gabriela  Richards  Zepeda,  sigue  incomunicada  por  20  d as  m s  y  esí á  
procesada en causas militares permaneciendo como prisionera pol tica hastaí  
el d a 11 de abril de 1990, es decir dos a os y nueve meses y do a Mar aí ñ ñ í  
Paulina Richards Zepeda, contin a incomunicada hasta el d a 8 de julio yú í  
recupera su libertad el d a 5 de agosto siguiente del mismo a o 1987.í ñ

Todo  el  tiempo  en  que  estuvieron  detenidos  los  demandantes  
sufrieron  torturas  f sicas,  psicol gicas  y  tratos  crueles,  inhumanos  yí ó  
degradantes de parte de los agentes de la CNI, Polic a de Investigaciones yí  
Gendarmer a,  por lo que exigen sean reparados con una indemnizaci ní ó  
justa y compensatoria, por los hechos y los da os, que se describir n m sñ á á  
adelante en la secci n de cada demandante (...) .ó ”

Luego, transcribe el  relato con respecto al  demandante don Eliseo 
David Richards Torres, se alando en lo medular:  ñ (...) El 24 de junio de“  
1987, tipo 12.45 me llama a mi oficina de abogado el To o, primer pololoñ  
de Gabi que en ese tiempo viv a con nosotros en la casa de Javiera Carrera,í  
para decirme que hab a llegado la CNI en patota, allanando la casa coní  
malos modos y violencia (...).

Hab a ocurrido que Ricardo (pololo de mi hija mayor y comandanteí  
del Frente Manuel Rodr guez) llam  para ir a almorzar a la casa y las ni así ó ñ  
le  dijeron  que  viniera.  A  la  hora  se  dejaron  caer  los  militares  con  el  
allanamiento.  Estaba intervenido nuestro tel fono y a Ricardo lo  ten ané í  
vigilado desde la matanza de Corpus Christi. Lo llevaron al dormitorio del  
fondo y le aplicaron electricidad. A las ni as y Nancy las encerraron enñ  
otras piezas. De repente lleg  la Francisquita, de cinco a os, en su furg nó ñ ó  
escolar y la chofera le fue a preguntar a los militares qu  hac a con la ni aé í ñ  
est pida pregunta- y afortunadamente no quisieron unirla al lote. Cuando– ú  

llegu  estaba ya mi cu ado Eugenio cerca del port n de entrada con otrasé ñ ó  
personas, entre ellas el periodista del Canal 13, de apellido Pavlovic. Yo me  
present  como el due o de casa y abogado. Me hicieron pasar al interior yé ñ  
me recibi  el jefe de los allanadores, un militar chico con bigotes que meó  
insult  de partida por tener una escuela de guerrillas en mi casa, me sacó ó 
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los  lentes  de  un  tir n  y  me  los  pisote  quebr ndolos  en  el  piso,  conó ó á  
amenazas que me iban a quitar el t tulo profesional (...).í

No  sab a  d nde  me  llevaban,  y  los  agentes  me  interrogaban  yí ó  
golpearon  en  la  patrulla.  Hasta  que  llegamos  al  Cuartel  General  de  
Investigaciones, en calle General Mackenna, porque hab a salido reci n unaí é  
Ley  del  Gobierno,  presionado  por  Naciones  Unidas,  para  que  los  
prisioneros pol ticos no fueran llevados a las mazmorras de la CNI (...).í

Nos metieron a calabozos, toc ndome a m  las primeras noches coná í  
un mont n de otros hombres ca dos en la misma redada, en una pieza sinó í  
luz, sin ventanas, s lo con una mirilla en la puerta, bancas atornilladas a laó  
pared y en un rinc n un hoyo con dos pies dibujados en el piso para haceró  
las necesidades en p blico. No fuimos alimentados ni hidratados por largasú  
horas (...).

Recuerdo que una ma ana sentimos un llanto fuerte de la Gabi, queñ  
gritaba desde alg n lugar del edificio. Nancy se puso a reclamar a gritos, yoú  
tambi n  y  luego el  llanto  se  calm .  Cuando pudimos  conversar  con laé ó  
Gabita nos dijo que nunca ella hab a hecho ese esc ndalo y a los a os vineí á ñ  
a  saber  que  se  trataba  de  una  m quina  especial  de  los  detectives  queá  
grababa la voz de una persona y era capaz de imitarla, incluyendo hasta sus  
gritos.  As  nos  causaban m s angustia  y dolor,  y adem s de pensar  ení á á  
nuestra  prisi n  nos  manten an  intranquilos  y  preocupados  por  nuestrasó í  
hijas.  Los  interrogatorios  a  Gabriela  fueron  feroces,  al  punto  que  le  
aplicaron el tel fono, que es un golpe seco con las manos del interrogadoré  
en ambos o dos, para crear un problema de presi n doloroso. Ella quedí ó ó  
con una lesi n en su aparato auditivo hasta el d a de hoy (...).ó í

A  medianoche  comenzaron  a  sacar  a  interrogatorio  primero  a  
Paulina, despu s a Nancy que se resist a a gritos y tuve que calmarla desdeé í  
mi celda, y luego me sacaron a mi. Un inmenso tipo con una cicatriz en la  
cara  (tal  vez  maquillada)  me  vend  la  cabeza  y  me  hizo  bajar  unaó  
interminable escalera hasta llegar a una pieza grande haci ndome sentar ené  
un  sill n  viejo  con  un  resorte  puntudo  que  clavaba  mis  nalgasó  
dolorosamente.  Sin querer,  yo temblaba de miedo de pies  a cabeza sin  
poderme  controlar.  Me  preguntaron  por  mi  profesi n,  luego  sobre  misó  
principales juicios, luego sobre el juicio contra Cardoen afirmando que el  
incendio de Alto Hospicio hab a sido obra de los esp as iran es contrarios aí í í  
los iraqu es que le compraban las bombas de racimo a la Empresa y no porí  
negligencia chilena. Por eso yo no deb a seguir con el juicio en Iquique. Losí  
interrogadores eran como tres y de buena pronunciaci n, como si hubieraó  
entre  ellos  un  abogado.  Despu s  de  una  hora  me  volvieron  vendado,é  
cansado y angustiado a la celda (...).

Recuerdo con mucha tristeza y humillaci n mi paso por una nocheó  
en  la  Penitenciar a  donde  fui  encerrado  en  un  calabozo  que  ten a  uní í  
camastro  con  un  colch n  nauseabundo  de  orines  viejos  y  el  aire  eraó  
irrespirable.  Recuerdo  que  en  la  ma ana  fui  alimentado  con  un  cafñ é  
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desle do en un tarro de durazno,  obligado a asearme en el  ba o en 5í ñ  
minutos, sin ducha ni taza de WC, solo un hueco en el suelo y delante de  
las dem s personas (...).á

En la Fiscal a, vuelta a la fila de pie. Ricardo se desmay  porque noí ó  
le hab an dado alimento, y mi hija Gabi casi se mor a al verlo sufrir delanteí í  
de nosotros. Me toc  declarar tipo 17 horas y el Fiscal me preguntaba laó  
raz n de mi apresamiento en vez de acusarme de algo. R pidamente meó á  
dijo que decretar a mi libertad, la de Nancy y la de Gast n, pero dejar aí ó í  
presas a mis dos hijas, y por supuesto a Ricardo (...).

Mi vida profesional cambi  por completo, por cuanto tuve una bajaó  
significativa de clientela durante a lo menos tres a os, situaci n que pocoñ ó  
advert  ya que toda mi atenci n profesional las volqu  en defender a misí ó é  
hijas como abogado en la Fiscal a Militar. Pero fue un periodo muy escasoí  
de entrada de dinero al hogar, la imagen que hab a quedado de nosotrosí  
caus  la repulsi n de muchos clientes de atenderse con un expresidiario. Meó ó  
cost  mucho volver a repuntar (...).ó

En  la  carpeta  existen  las  evidencias  de  las  torturas  que  sufre  el  
demandante, como arrancarle sus anteojos el jefe de la patrulla de la CNI  
para  tirarlos  y  romperlos  en  el  suelo;  sacarlo  encapuchado  de  su  casa,  
golpearlo  en  la  patrulla,  estando  en  el  Cuartel  de  Investigaciones,  
interrogarlo la CNI de noche, encapuchado, en un subterr neo y sentadoá  
en un sill n con un clavo que le her a el trasero.ó í

Los agentes de la CNI, mientras lo interrogaban, demostraban tener  
conocimiento y le hac an alusi n repetidamente al juicio que el demandanteí ó  
hab a interpuesto en contra de Carlos Cardoen (...) .í ”

Con  respecto  al  relato  de  do a  Nancy  Elba  Zepeda  Salfate,  señ  
expone: (...) Verifica la Comisi n Valech que la demandante sufri  tortura“ ó ó  
f sica e insultos en su propia casa por los agentes de la CNI; que la llevaroní  
encapuchada y en el piso de un furg n al Cuartel de Investigaciones; en eló  
Cuartel  de la  Polic a de Investigaciones la  llevaron a tomar declaraci ní ó  
arrastr ndola del cabello; que la interrog  de noche la CNI, baj ndola a uná ó á  
s tano  subterr neo,  encapuchada  y  amarrada;  que  torturaronó á  
psicol gicamente al hacerla escuchar los gritos de su hija Mar a Gabriela; aló í  
ser interrogada por el Fiscal Militar Enrique Olivares le exhib a fotos de suí  
hija Mar a Francisca de 5 a os, para amedrentarla.í ñ

(...) se aprecia claramente c mo la actora de pasar de tener una vidaó  
normal, con un trabajo interesante en la O.N.G CEAL (Centro de Estudios  
de  Am rica  Latina),  madre  de  dos  estudiantes  egresadas  de  ense anzaé ñ  
media y una hija peque a que iba al jard n infantil, viviendo en un buenñ í  
barrio  en una casa arrendada,  donde se sent a  feliz,  a  pasar,  luego delí  
suceso traum tico en manos de los agentes del Estado, a que entrara elá  
miedo a su psiquis,  la  inseguridad,  a sentirse  desde entonces  como una  
chilena de 2  y 3 clase, perseguida y ninguneada; a sentir que hab a mucha° ° í  
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maldad en  este  pa s,  que  cualquier  hombre  o  mujer  que  la  mirara,  laí  
vigilaba o ten a algo en contra de ella (...).í

La demandante  se  volvi  pesimista,  siempre  pensando en  que lasó  
cosas no van resultar, y sintiendo con mucho dolor, que dos de sus tres hijas  
y tres de sus cuatro nietos residen lejos, en Europa y al ser los motivos por  
los  cuales  las  hijas  se  fueron  (la  demandante  Mar a  Gabriela  y  Mar aí í  
Francisca  Richards  Zepeda)  y  no  quieren  volver  a  residir  en  Chile,  
directamente relacionados con los hechos traum ticos vividos por la familia,á  
la demandante asegura que su proyecto de vida de una familia unida en  
este pa s, se deshizo por culpa de los agentes del Estado chileno.í

Recordemos  que  la  demandante  sufre,  en  manos  de  agentes  del  
Estado, de torturas f sicas; como ser maltratada e insultada en su propiaí  
casa al detenerla, dejada horas mirando la pared mientras recib a insultos;í  
se arrastrada del cabello, llevada encapuchada y en el piso de un veh culo;í  
interrogada de noche por la CNI, baj ndola a un s tano, encapuchada yá ó  
amarrada;  nuevamente  mechoneada  en  el  Cuartel  de  la  Polic a  deí  
Investigaciones para llevarla a interrogar; no fue alimentada ni hidratada  
debidamente los primeros dos d as de detenci n (...) .í ó ”

A continuaci n,  se  presenta  el  relato  actual  del  demandante  donó  
Omar Gast n Zepeda Salfate, se alando: ó ñ (...) El d a 24 de junio de 1987,“ í  
alrededor  de  las  12.30  horas,  llegu  a  la  casa  de  mi  hermana  Nancyé  
Zepeda, de calle Javiera Carrera Sur 520, comuna de La Reina, debido a  
que ten a que exhibir unas muestras en la Vi a Tarapac  en la tarde yí ñ á  
quer a aprovechar la ocasi n para almorzar con mi hermana (...), alrededorí ó  
de  las  13.40  hrs.,  llegaron  civiles  armados,  compuesto  por  cerca  de  50  
agentes de la Central Nacional de Informaciones.

Me condujeron a uno de los dormitorios, me tiraron al suelo boca  
abajo y me pusieron un pie encima de mi cabeza, con muchos insultos me  
amenazaban que no los fuera a mirar. Me dieron cachetadas y patadas, me  
esposaron en el suelo y pasaban sobre mi cuerpo (...). Me vendaron la vista  
y maniatado, a empellones y puntapi s me tiraron detr s de un furg n,é á ó  
hasta la Polic a de Investigaciones.í

Por  ocho  d as  estuve  incomunicado  y  encarcelado,  estaba  en  uní  
calabozo oscuro y aislado el cual contaba con un urinario en el piso y una  
banca de madera (...).

Se me dio muy malos tratos de palabra y de obra por el personal de  
la Polic a de Investigaciones, adem s de las torturas de la CNI que hicieroní á  
temer por mi vida. Tanto en el Cuartel de investigaciones como la noche  
que pas  incomunicado en la penitenciar a se me dio duro trato el peoré í  
r gimen  carcelario  conocido  y  en  las  instalaciones  nauseabundas  deé  
suciedad en que mantienen a los presos en ese lugar.

El d a 1  de julio el fiscal militar me deja en libertad incondicionalí °  
por falta de m ritos (...) .é ”
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Luego, con respecto al relato de la demandante do a Mar a Gabrielañ í  

Richards  Zepeda,  se  desarrolla  en  lo  medular:  (...)  24  de  junio  1987.“  
Invierno.  D a  de  sol.  Habl  por  tel fono  con  mi  pololo  Ricardo  paraí é é  
invitarlo a almorzar. No se iba a demorar en llegar. 

Son  el timbre, era l. Alcanz  a entrar a la casa y en el mismoó é ó  
momento escuch  el ruido de muchos autos frenando y puertas de autoé  
cerr ndose fuerte (...).á

Los gritos de Ricardo. Estaban encerrados con l en el dormitorio deé  
mi hermana. Una radio a todo volumen y sus alaridos de dolor. Lo estaban  
torturando con electricidad.

Estoy con un agente en un ba o, recibo golpes en la cabeza (...). ñ
Nos amarraron de manos, nos vendan los ojos, nos pusieron como  

scotch as  salimos afuera y nos meten a veh culos. Estamos todos juntos,í í  
alcanzo a tocar las manos de mi hermana (...).

Pasan las horas y d as. Me sacan de mi celda. Unos pasos m s lejos,í á  
me vendan. Comienzo a temblar. Camino hacia unas oficinas. A veces estoy  
sola con un agente. Hablamos o l me habla.é

A veces llega otro hombre,  creo reconocerlo de mi casa. Es bajo,  
moreno, con barba, muy violento. l me pega en los o dos y me empuja enÉ í  
contra de una sillas, donde caigo de espalda. Siento mucho dolor (...).

Salimos del cuartel. Llegamos a un edificio del centro. Afuera hay  
gente y familiares que esperan por nosotros. Es la Fiscal a Militar.í

Esperamos muchas horas y finalmente nos llevan a una c rcel. En laá  
c rcel  estoy  junto  con  mi  mam  y  mi  hermana.  Es  la  secci n  deá á ó  
incomunicados (...).

Pas  casi 3 a os presa. Mi lugar en la familia se transform  al papelé ñ ó  
de oveja negra, la responsable del sufrimiento familiar. Mi autoestima nunca  
ha vuelto a construirse bien (...) .”

Finalmente presenta el relato de la demandante do a Mar a Paulinañ í  
Richards Zepeda: (...) Mi hermana Gabriela lleg  a la casa con su pololo.“ ó  
y  a  los  segundos  comenz  la  pesadilla.  Mis  recuerdos  desde  ah  sonó í  
cortados, solo momentos, por eso me apoyo en declaraciones que hice en el  
diario La poca, el d a 11 de agosto de 1987, donde cont  que en elÉ í é ‘  
allanamiento hubo un momento en que ya no me dejaron ver, el jefe de  
ellos me tom  del pelo y me tir  contra la pared. Me llevaron a otra pieza;ó ó  
nuevamente el jefe lleg  a mi lado y me peg  en una puerta dici ndomeó ó é  
que yo era del Frente, que no me hiciera la tonta y me imputaba cosas  
falsas (...).

Recuerdo que tratan especialmente mal a mi mam , en un momentoá  
nos llevan a las dos agarradas del pelo hasta el living dej ndonos entre uná  
mont n de hombres armados con metralletas que nos vigilan (...).ó

La  ltima  noche  en  el  Cuartel  de  Investigaciones  fue  una  nuevaú  
pesadilla. Primero me sacaron a mi de la celda, me pusieron una capucha y  
amarraron las manos. Un hombre me llev  escaleras abajo, casi ca  y meó í  
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dec a tranquila,  pero me agarraba de los  senos para sujetarme, siempreí  
sent  que fue un abuso, y que el  hombre se aprovech  del contexto deí ó  
muerte que me paralizaba. Me dej  parada contra la pared en un pasilloó  
que sent a oscuro y angosto, ten a la sensaci n de pronta tortura o muerte,í í ó  
escuchaba c mo maltrataban a alguien, se escuchaban los quejidos de unó  
hombre que arrojaban contra los muebles. Despu s que termin  eso pas  aé ó é  
una habitaci n donde sent  que hab an 4 o 5 hombres, ve a sus pantalonesó í í í  
y zapatos. Me sientan frente a un escritorio donde uno de ellos me hace  
preguntas con voz intimidante y me amenaza con hacerle da o a mi familiañ  
si  no  colaboraba  con  sus  preguntas.  Al  volver  a  la  celda  la  pesadilla  
continu  ya que despu s sacaron a mi mami y a mi pap , uno despu s deó é á é  
otro y de la misma forma (...).

Recupero  la  libertad  el  d a  5  de  agosto  de  1987;  mi  pap  meí á  
defendi  ante la Fiscal a Militar. Finalmente se me sobresee temporalmenteó í  
por falta de participaci n en los hechos que me imputaban .ó ”

Bajo el t tulo El Derecho , se alan que la obligaci n del Estado deí “ ” ñ ó  
reparar los da os producidos por los hechos de tortura, tratos inhumanos yñ  
degradantes, prisi n pol tica y difamaci n causados a los demandantes deó í ó  
parte de agentes del Estado surge de normas nacionales, internacionales y 
consuetudinarias.

En nuestra normativa, se reconoce y asegura a todas las personas la 
vigencia  de  los  derechos  fundamentales,  oblig ndose  ante  la  comunidadá  
internacional, en primer lugar en el art culo 1  de la Constituci n Pol ticaí ° ó í  
de la Rep blica,  que indica en su inciso primero:  ú Las personas nacen“  
libres  e  iguales  en  dignidad  y  derechos  y  el  inciso  cuarto  del  mismo”  
art culo: El Estado est  al servicio de la persona humana y su finalidad esí “ á  
promover  el  bien  com n,  para  lo  cual  debe  contribuir  a  crear  lasú  
condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes  
de la comunidad nacional su mayor realizaci n espiritual y material posible,ó  
con  pleno  respeto  a  los  derechos  y  garant as  que  esta  Constituci ní ó  
establece .”

A su vez, los art culos 6  y 7  siguientes de la Carta Fundamental,í º º  
establecen  los  principios  de  la  primac a  constitucional  y  de  juridicidad,í  
respectivamente, conformando el denominado estatuto de la responsabilidad 
extracontractual del Estado, que emana de la naturaleza misma del ente 
estatal, como persona jur dica compleja creada para la realizaci n del biení ó  
com n.ú

Agrega que la responsabilidad del Estado emana del Derecho P blicoú  
por los da os causados por sus agentes y que el denominado estatuto de lañ  
responsabilidad extracontractual del Estado emana de la naturaleza misma 
del ente estatal como persona jur dica compleja creada para la realizaci ní ó  
del bien com n y es nuestra propia Constituci n Pol tica de la Rep blica,ú ó í ú  
que  en  sus  art culos  6  y  7,  establecen  los  principios  de  la  primac aí í  
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constitucional y de juridicidad, respectivamente, conformando el principio 
de la responsabilidad del Estado por la actuaci n de sus agentes.ó

Por su parte, el Convenio Primero de Ginebra Se ala en sus art culosñ í  
1, 3, 13, 17, 49 y 50, extensamente aspectos relevantes sobre las torturas y 
el  rol  que  debe  tener  el  Estado  y  el  Convenio  Tercero,  se  refieren 
ampliamente a los prisioneros de guerra, en sus art culos 12, 13, 14, 17 yí  
22. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos, en su art culo 6,í í  
7 y 9, se refieren al derecho a la vida y la libertad del individuo y tambi né  
al  debido  proceso.  Adem s,  la  Convenci n  Americana  sobre  Derechosá ó  
Humanos, denominada Pacto de San Jos  de Costa Rica, en sus art culos 4,é í  
5 y 7, defiende el derecho a la vida a la integridad y a la libertad.

Se ala  que  los  hechos  acaecidos  a  los  demandantes  constituyenñ  
cr menes  de  lesa  humanidad  cometido  por  agentes  del  Estado,  que  elí  
derecho interno como el Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
obliga a reparar,  siendo el propio Estado responsable por las violaciones 
cometidas en forma directa por sus agentes, o bien dicha responsabilidad 
emanar  de  las  omisiones  por  el  actuar  de  los  particulares  que  afectená  
dichos derechos.

Esgrime que de tal forma la obligaci n de reparar el da o causadoó ñ  
constituye como el principio b sico, el cual significa la necesidad de otorgará  
a quienes han sido v ctima de este tipo de violaciones de una reparaci ní ó  
suficiente y adecuada. 

Agrega  que la  obligaci n  internacional  de  los  Estados  en caso deó  
il citos  internacionales  constituye  un  principio  b sico  del  derechoí á  
internacional de los Derechos Humanos al que las naciones se someten. As ,í  
la  convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos  (CADH)  establece  eló  
mismo principio en el art culo 63.1 al se alar que, cuando decida que huboí ñ  
violaci n de un derecho o libertad protegidos en esa Convenci n, la Corteó ó  
dispondr  que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertadá  
conculcados. Dispondr , asimismo, si ello fuera procedente, que se reparená  
las  consecuencias  de  la  medida  o  situaci n  que  ha  configurado  laó  
vulneraci n de esos derechos y el pago de una justa indemnizaci n a laó ó  
parte  lesionada.  Esta  norma  se  constituye  en  norma  fundamental  del 
derecho internacional contempor neo respecto a la responsabilidad de losá  
Estados  por  violaciones  a  derechos  humanos  consagrados  por  dicha 
convenci n. Cuando se viola la norma nace el deber de reparaci n, la queó ó  
consiste  en  la  plena  restituci n  ó in  integrum,  el  restablecimiento  de  la 
situaci n anterior y la  reparaci n de las consecuencias  que la infracci nó ó ó  
produjo, como el pago de una indemnizaci n como compensaci n de losó ó  
da os patrimoniales y extramatrimoniales, como ocurre con el da o moral yñ ñ  
dentro del mismo el cambio de la circunstancias de vida sufrido por cada 
una de las v ctimas de violaciones de derechos humanos que comparecen ení  
autos. 
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Tras citar el art culo 14 de la Convenci n contra La Tortura y Otrosí ó  

Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, y las opiniones emitidas 
por el Comit  Contra la Tortura de Naciones Unidas en sus observacionesé  
generales N  3 de fecha 13 de diciembre de 2012, refiere que en el derecho°  
interno,  la  Constituci n Pol tica de la  Rep blica en sus  art culos  6 y 7ó í ú í  
contempla  las  limitaciones  y  responsabilidad  de  los  rganos  de  laó  
administraci n  del  Estado;  mientras  que  el  art culo  38  inciso  segundoó í  
consagra  una  verdadera  acci n  constitucional  para  hacer  efectiva  laó  
responsabilidad de los rganos del Estado. Ó

Agrega doctrina y jurisprudencia referidos al derecho fundamental a 
la  honra protegido en la primera parte  del  N  4 del  art culo 19 de la° í  
Constituci n Pol tica.ó í

A continuaci n, se refiere a la imprescriptibilidad de la acci n civil,ó ó  
por cuanto los ataques y los da os causados por parte de los agentes delñ  
Estado en contra de la vida, integridad f sica o la libertad ambulatoria deí  
una persona constituyen un tipo espec fico de violaci n que deja al infractorí ó  
en el deber de responder ante nuestro pa s y la comunidad internacional y aí  
la  v ctima  en  situaci n  de  ser  leg timamente  reparada,  citandoí ó í  
jurisprudencia al respecto.

En cuanto al da o, menciona que la responsabilidad del Estado esñ  
integral, es decir, debe reparar todo da o causado a un particular incluidoñ  
el  da o moral,  lo  que  est  reconocido  por  la  doctrina  y  jurisprudenciañ á  
nacional de forma indiscutible.

En  el  caso  de  autos  concurren  los  requisitos  necesarios  para 
indemnizar, a saber: la existencia de da o moral producto de las torturas yñ  
prisi n pol tica sufridas;  la acci n u omisi n que eman  de rganos deló í ó ó ó ó  
Estado, hay un nexo causal; e inexistencia de causales de justificaci n queó  
eximan al Estado de su responsabilidad, citando igualmente jurisprudencia 
al respecto.

Adiciona  que  la  prohibici n  de  la  tortura  y  otros  tratos  crueles,ó  
inhumanos  o  degradantes,  ocupa  un  lugar  primordial  en  el  derecho 
internacional, as  como la honra de las personas como derecho humanoí  
fundamental, como se ver  m s adelante y que el  Estado chileno, comoá á  
miembro  de  la  comunidad  internacional,  exige  considerar  la  plena 
integraci n al sistema internacional de protecci n a los derechos humanos; aó ó  
la promoci n de los valores ticos y jur dicos que los envuelven, a garantizaró é í  
y restituir los derechos de las personas que han sido v ctimas y asegurar aí  
las personas los mecanismos adecuados para el ejercicio de sus derechos.

Concluye que, por todo lo expuesto, en raz n de la integralidad deó  
cada demandante, su realizaci n como ser humano y la restauraci n de suó ó  
dignidad, por la violaci n a sus derechos humanos de parte de agentes deló  
Estado que afect  sus proyecciones de existencia, al ser el Estado de Chile eló  
responsable por las torturas, tratos crueles, inhumanos y degradantes, prisi nó  
pol tica y difamaci n sufridas por los demandantes causadas por agentes delí ó  
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Estado,  tanto  ante  la  normativa  nacional  como  internacional,  tiene  la 
obligaci n de a reparar los da os de car cter patrimonial y extrapatrimonialó ñ á  
causados a cada demandante.

Previas  citas  legales,  pide  tener  por  interpuesta  la  demanda  de 
indemnizaci n de perjuicios en contra del Fisco de Chile, y en definitivaó  
declarar el derecho de los demandantes a ser indemnizados por los actos 
il citos descritos,  y condenar al  demandado a pagar las  siguientes  sumasí  
totales: a don Eliseo Richards Torres, al pago de la suma de $213.205.715.- 
por concepto de da o moral y material; a do a Nancy Zepeda Salfate, alñ ñ  
pago de la suma de $202.260.000.- por concepto de da o moral y material;ñ  
a don Omar Gast n Zepeda Salfate, al pago de la suma de $211.108.803.-ó  
por concepto de da o moral y material; a do a Mar a Gabriela Richardsñ ñ í  
Zepeda, al pago de la suma de $200.000.000.- por concepto de da o moralñ  
y  a  do a  Mar a  Paulina  Richards  Zepeda,  al  pago  de  la  suma  deñ í  
$200.000.000.- por concepto de da o moral, o en su defecto la suma que elñ  
Tribunal  en  justicia  considere  adecuada,  reajustada  de  acuerdo  a  la 
variaci n del IPC, con intereses y costas.ó

Seg n estampado receptorial  de folio 13, consta haberse notificadoú  
personalmente la demanda el d a 29 de diciembre de 2023.í

A trav s de presentaci n ingresada el 19 de enero de 2024 a folio 14,é ó  
comparece  do a  Daniela  Dom nguez  Dom nguez,  Abogada  Procuradorñ í í  
Fiscal Subrogante del Consejo de Defensa del Estado, por el Fisco de Chile, 
quien  contest  la  demanda  solicitando  su  rechazo  conforme  a  losó  
argumentos que expone. 

Tras  efectuar  un  resumen  de  la  demanda,  opone  excepci n  deó  
reparaci n integral, improcedencia de la indemnizaci n alegada por haberó ó  
sido  ya  indemnizados  los  demandantes.  Indica  que  no  resulta  posible 
comprender el r gimen jur dico de las reparaciones por infracciones a losé í  
Derechos Humanos sino se posicionan correctamente estas indemnizaciones 
en el panorama jur dico nacional e internacional. í

En  efecto,  contin a,  dicha  comprensi n  s lo  puede  efectuarse  alú ó ó  
interior -y desde- lo que ya es com n considerar, el mbito de la llamadaú á  
Justicia  Transicional.  S lo  desde  esa  ptica  puede  mirarse  en  mejoresó ó  
condiciones los valores e intereses en juego en esta disputa indemnizatoria. 

Agrega que el denominado dilema "justicia versus paz" es, sin lugar a 
dudas, uno de los pilares sobre los cuales descansa el edificio de aquella 
justicia transicional. Argumentos en favor de amnist as generales que portení  
la necesaria tranquilidad a un pa s, deben lidiar con la imperiosa necesidadí  
de que una sociedad se mire a s  misma y reconozca los errores del pasadoí  
para as  pronunciar aquel imperioso "nunca m s". En esta perspectiva, lasí á  
transiciones son, y han sido siempre, medidas de s ntesis mediante las cualesí  
determinadas  sociedades,  en  espec ficos  momentos  hist ricos,  definen  lasí ó  
proporciones  de  sacrificio  de  los  bienes  en  juego  al  interior  de  aquel 
profundo dilema. Por otro lado, manifiesta que no debe olvidarse que desde 
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la perspectiva de las v ctimas, la reparaci n de los da os sufridos juega uní ó ñ  
rol  protag nico  en el  reconocimiento  de  aquella  medida de justicia  poró  
tantos  a os  buscada.  Mal  que  mal  el  xito  de  los  procesos  penales  señ é  
concentra s lo en el castigo a los culpables no preocup ndose del bienestaró á  
de las  v ctimas.  En este sentido,  las  negociaciones entre  el  Estado y lasí  
v ctimas revelan que tras toda reparaci n existe una compleja decisi n deí ó ó  
mover recursos econ micos p blicos,  desde la  satisfacci n de un tipo deó ú ó  
necesidades p blicas, a la satisfacci n de otras radicadas en grupos humanosú ó  
m s espec ficos. Este concurso de intereses o medida de s ntesis se exhibeá í í  
normalmente en la diversidad de contenidos que las comisiones de verdad o 
reconciliaci n proponen como programas de reparaci n. ó ó

Se ala  que  estos  programas,  en  efecto,  incluyen  beneficiosñ  
educacionales, de salud, gestos simb licos u otras medidas an logas diversasó á  
a la simple entrega de una cantidad de dinero. En este sentido, no es un 
secreto que las  transiciones  han estado,  en todos los  pa ses  que las  haní  
llevado a cabo, basadas en complejas negociaciones. Basta para ello revisar 
someramente las discusiones originadas en la aprobaci n de nuestra ley Nó º 
19.123 para darse cuenta del c mulo de sensibilidades e intereses en juegoú  
en ellas. Asevera que no debe extra ar que muchas de esas negociacionesñ  
privilegien a algunos grupos en desmedro de otros cuyos intereses se estiman 
m s lejanos, se compensen algunos da os y se excluyan otros o se fijená ñ  
legalmente,  luego  de  un  consenso  p blico,  montos,  medios  de  pago  oú  
medidas de da o. ñ

Seguidamente,  expone sobre la  complejidad reparatoria.  Citando a 
Lira  se ala  que  los  objetivos  a  los  cuales  se  aboc  preferentemente  elñ ó  
gobierno de don Patricio Aylwin en lo que respecta a la justicia transicional 
fueron  "(a)  el  establecimiento  de  la  verdad  en  lo  que  respecta  a  las 
violaciones  a  los  derechos  humanos  cometidas  en  la  dictadura;  (b)  la 
provisi n de reparaciones para los afectados: y (c) el favorecimiento de lasó  
condiciones sociales, legales y pol ticas que prevean que aquellas violacionesí  
puedan volver a producirse".

En lo relacionado con aquel segundo objetivo, la llamada Comisi nó  
Verdad  y  Reconciliaci n,  o  tambi n  llamada  Comisi n  Rettig,  en  suó é ó  
Informe Final propuso una serie de "propuestas de reparaci n" entre lasó  
cuales se encontraba una "pensi n nica de reparaci n para los familiaresó ú ó  
directos  de las v ctimas" y algunas prestaciones de salud. Dicho informeí  
sirvi  de causa y justificaci n al proyecto de ley que el Presidente de 1aó ó  
Rep blica envi  al Congreso y que luego derivar a en la Ley 19.123, queú ó í  
cre  la Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n. El mensajeó ó ó ó  
de dicho proyecto de ley fue claro al expresar que por l se buscaba, ené  
t rminos generales, "reparar precisamente el da o moral y patrimonial queé ñ  
ha afectado a los familiares directos de las v ctimas . í ”

Refiere que en lo relativo a la forma en que se entendi  la idea deó  
reparaci n, el ejecutivo, siguiendo aquel informe, entendi  por reparaci nó ó ó  
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un conjunto de actos que expresen el reconocimiento y la responsabilidad“  

que le cabe al estado en los hechos y circunstancias que son materia de 
dicho informe . A dicha reparaci n ha de ser convocada y concurrir toda la” ó  
sociedad chilena en un proceso orientado al reconocimiento de los hechos“  
conforme  a  la  verdad,  a  la  dignificaci n  moral  de  las  v ctimas  y  a  laó í  
consecuci n  de  una  mejor  calidad  de  vida  para  las  familias  m só á  
directamente  afectadas .  Compensaci n  de  da os  morales  y  mejora” ó ñ  
patrimonial, son dos claros objetivos de estas normas reparatorias. 

A ade que, de esta forma, en la discusi n de la Ley N  19.123 elñ ó °  
objetivo indemnizatorio de este grupo de normas quedar a bastante claro.í  
En diversas oportunidades, por ejemplo, se hizo referencia a la reparaci nó  
moral y patrimonial buscada por el proyecto. La noci n de reparaci n poró ó  
el  dolor  de  las  vidas  perdidas  es  encontrada  tambi n  en  otras  tantasé  
ocasiones. Tambi n est  presente en la discusi n la idea de que el proyectoé á ó  
buscaba  constituir  una  iniciativa  legal  de  indemnizaci n  y  reparaci n.ó ó  
Incluso se hace expresa referencia a que las sumas de dinero acordadas son 
para hacer  frente  la  responsabilidad extracontractual  del  Estado.  As  lasí  
cosas,  esta idea reparatoria se plasm  de manera bastante  clara  cuandoó  
dentro  de  las  funciones  de  la  Comisi n  se  indic  que  le  corresponderó ó á 
especialmente a ella promover la reparaci n del da o moral de las v ctimasó ñ í  
a que se refiere el art culo 18. Asumida esta idea reparatoria, se ala, la Leyí ñ  
N 19.123  y  otras  normas  jur dicas  conexas  han  establecido  los  diversos° í  
mecanismos  mediante  los  cuales  se  ha  concretado  esta  compensaci nó  
exhibiendo aquella s ntesis que explica c mo nuestro pa s ha afrontado esteí ó í  
complejo proceso de justicia transicional.

 En este sentido, indica que la reparaci n a las v ctimas de violacionesó í  
a los derechos humanos se ha realizado principalmente a trav s de tres tiposé  
de  compensaciones,  a  saber:  a)  Reparaciones  mediante  transferencias 
directas  de  dinero;  b)  Reparaciones  mediante  la  asignaci n  de  derechosó  
sobre prestaciones estatales espec ficas; y c) Reparaciones simb licas. í ó

Mediante estos tres tipos de reparaciones se ha concretado el objeto 
de nuestro particular proceso de justicia transicional, que en lo que a este 
punto  respecta,  busca  no  otra  cosa  que  la  precisa  reparaci n  moral  yó  
patrimonial de las v ctimas. Un an lisis de estas compensaciones permitirí á á 
verificar el mbito compensatorio que ellas han cubierto. á

Bajo  el  subt tulo  Reparaci n  mediante  transferencias  directas  deí “ ó  
dinero , afirma que diversas han sido las leyes que han establecido este tipo”  
de reparaciones.

Destaca que en la discusi n legislativa de estas normas se enfrentaronó  
principalmente  dos  posiciones.  Por  un  lado,  algunos  sosten an  que  laí  
reparaci n que se iba a entregar deb a hacerse a trav s de una suma nicaó í é ú  
de dinero, mientras otros, abogaban por la entrega de una pensi n vitalicia.ó  
Ello no implicaba de manera alguna que la primera opci n tendr a efectosó í  
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indemnizatorios  y  no  as  la  segunda.  Ambas  modalidades  tendr an  finesí í  
resarcitorios. 

En  t rminos  de  costos  generales  para  el  Estado,  este  tipo  deé  
indemnizaciones ha significado, a diciembre de 2019, en concepto de: a) 
Pensiones: la suma de $247.751.547.837.- como parte de las asignadas por 
la Ley 19.123 (Comisi n Rettig) y de $648.871.782.936.- como parte de lasó  
asignadas  por  la  Ley  19.992  (Comisi n  Valech);  b)  Bonos:  la  suma  deó  
$41.910.643.367-  asignada  por  la  Ley  19.980  (Comisi n  Rettig)  y  deó  
$23.388.490.737.-  por  la  ya  referida  Ley  19.992;  c)  Desahucio  (Bono 
compensatorio): la suma de $1.464.702.888.- asignada Ley N  19.123, y; d)°  
Bono  Extraordinario  (Ley  20.874):  la  suma  de  $23.388.490.737.-, 
concluyendo que a diciembre de 2019, el Fisco hab a desembolsado la sumaí  
total de $992.084.910.400.-

Manifiesta que,  desde una perspectiva indemnizatoria,  una pensi nó  
mensual es tambi n una forma de reparar un perjuicio actual y, aunque ellaé  
comporte una sucesi n de pagos por la vida del beneficiario, ello no obsta aó  
que pueda valorizarse para poder saber cu l fue su impacto compensatorio. á

Indica que el c lculo de los efectos indemnizatorios de una pensi ná ó  
vitalicia puede realizarse simplemente sumando las cantidades pagadas a la 
fecha, como asimismo las mensualidades que todav a quedan por pagar. í

Agrega que como puede apreciarse, el impacto indemnizatorio de este 
tipo de pensiones  es  bastante  alto.  Ellas  son,  como se  ha entendido de 
manera generalizada, una buena manera de concretar las medidas que la 
justicia  transicional  exige  en  estos  casos,  obteni ndose  de  ello,é  
compensaciones razonables que est n en coherencia con las fijadas por losá  
tribunales en casos de p rdidas culposas de familiares. é

Refiere luego, las reparaciones espec ficas de la Ley N  19.992 y susí °  
modificaciones.  Se ala que el  actor  ha recibido beneficios  pecuniarios  alñ  
amparo de las leyes N  19.234 y 19.992 y sus modificaciones. La segunda°  
de ellas estableci  una pensi n anual de reparaci n y otorg  otros beneficiosó ó ó ó  
a favor de las personas afectadas por violaciones a los derechos humanos 
individualizados en el anexo Listado de prisioneros pol ticos y torturados“ í ” 
de la N mina de Personas Reconocidas como V ctimas. As , se estableció í í ó 
una pensi n anual reajustable de $1.353.798.- para beneficiarios menores deó  
70 a os; de $1.480.284.- para beneficiarios de 70 o m s a os de edad y deñ á ñ  
$1.549.422.-  para  beneficiarios  mayores  de  75  a os  de  edad.ñ  
Adicionalmente,  el  actor  recibi  en  forma  reciente  el  Aporte  nico  deó Ú  
Reparaci n Ley N  20.874, por $1.000.000.-ó °

Acto  seguido,  alude  a  las  reparaciones  mediante  la  asignaci n  deó  
derechos sobre prestaciones estatales espec ficas.  Manifiesta que tal  comoí  
sucede en la mayor a de los procesos de justicia transicional, la reparaci ní ó  
se  realiza  no  s lo  mediante  transferencias  monetarias  directas,  sino  queó  
tambi n a trav s de la concesi n de diversos derechos a prestaciones.é é ó
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Hace ver  que  se  concedi  a  los  beneficiarios  tanto de la  Ley Nó ° 

19.234  como  de  la  Ley  N  19.992,  el  derecho  a  gratuidad  en  las°  
prestaciones m dicas otorgadas por el Programa de Reparaci n y Atenci né ó ó  
Integral de Salud (PRAIS) en Servicios de Salud del Pa s. Indica que paraí  
acceder a estos servicios la persona debe concurrir al hospital o consultorio 
de salud correspondiente a su domicilio e inscribirse en la correspondiente 
oficina del PRAIS. 

Expresa que adem s del acceso gratuito a las prestaciones de la redá  
asistencial,  PRAIS  cuenta  con  un  equipo  de  salud  especializado  y 
multidisciplinario,  con  atenci n  exclusiva  a  beneficiarios  del  programa.ó  
Adicionalmente, detalla otros tipos de beneficios a los beneficiarios y sus 
familias, en particular en el mbito educacional. á

Luego,  expresa  que,  dentro  de  las  reparaciones  simb licas,  esó  
importante que, en los procesos de justicia transicional, que la reparaci n deó  
los  da os  morales  causados  a  las  v ctimas  de violaciones  a los  derechosñ í  
humanos se realice mediante actos positivos de reconocimiento y recuerdo 
de los hechos que dieron lugar a aquellas violaciones, no a trav s de dineroé  
sino mediante una reparaci n del dolor y tristeza producidos. Evidencia queó  
parte de ello fue la construcci n del Memorial del Cementerio General enó  
Santiago del a o 1993, el establecimiento mediante el Decreto N  121, deñ °  
2006, del D a Nacional del Detenido Desaparecido, construcci n del Museoí ó  
de la Memoria y los Derechos Humanos, entre otros. 

Bajo el subt tulo identidad de causa entre lo que se pide en estosí “  
autos y las reparaciones realizadas , sostiene que tanto la indemnizaci n que” ó  
se  solicita  en  autos  como  el  c mulo  de  reparaciones  antes  indicadasú  
pretenden compensar los mismos da os ocasionados por los mismos hechos,ñ  
de manera que no procede repararlos nuevamente. Cita jurisprudencia de la 
Excma. Corte Suprema en apoyo de sus argumentos. 

Indica  que  rganos  internacionales  de  tanta  importancia  como  laó  
Corte Interamericana de Justicia han valorado positivamente la pol tica deí  
reparaci n de violaciones de Derechos Humanos desarrollada por Chile, aó  
tal punto que han denegado otro tipo de reparaci n pecuniaria luego deó  
tomar en consideraci n los montos ya pagados por el Estado por conceptosó  
de pensiones, beneficios y prestaciones p blicas.ú

Reclama que dar lugar nuevamente a demandas de indemnizaci n deó  
perjuicios, genera inevitablemente un acceso desigual a la justicia y a las 
reparaciones  generando  el  efecto  de  debilitar  la  decisi n  pol tica  yó í  
administrativa de la reparaci n. ó

Concluye que estando la acci n interpuesta de autos basada en losó  
mismos  hechos  y  pretendiendo  indemnizar  los  mismos  da os  que  hanñ  
inspirado el c mulo de acciones reparatorias que enunci  anteriormente, yú ó  
de acuerdo a los documentos oficiales que seg n dice acompa ar  a losú ñ á  
autos,  opone  la  excepci n  de  reparaci n  integral  por  haber  sido  yaó ó  
indemnizados los demandantes. 
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Acto seguido y en forma subsidiaria, alega la prescripci n extintiva deó  

la acci n de conformidad a los art culos 2332 y 2497 del  C digo Civil.ó í ó  
Hace  ver  que  conforme  a  los  relatos  efectuados  por  cada  uno  de  los 
demandantes, entendiendo suspendida la prescripci n durante el periodo deó  
dictadura militar, por la imposibilidad de la propia parte demandante de 
ejercer las acciones legales correspondientes ante los tribunales de justicia, 
hasta la  restauraci n de la  democracia,  a la  fecha de notificaci n de laó ó  
demanda, ha transcurrido en exceso el  plazo de 4 a os de prescripci nñ ó  
extintiva que establece el  citado art culo 2332. Luego, en subsidio de loí  
anterior, opone excepci n de prescripci n de 5 a os de conformidad a losó ó ñ  
art culos 2514 y 2515 del C digo Civil.  í ó

Ahondando en los argumentos que sostienen la prescripci n invocada,ó  
sostiene  que  la  imprescriptibilidad  de  las  acciones  es  excepcional, 
requiriendo siempre una declaraci n expl cita, la que en este caso no existe.ó í  
A ade que las normas de prescripci n se aplican a favor y en contra delñ ó  
Estado.  Cita  jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema  en  apoyo  de  sus 
alegaciones. 

Por otro lado, expone que los tratados internacionales invocados por 
la  actora,  no  contienen  norma  alguna  que  declare  imprescriptible  la 
responsabilidad civil, sino nicamente se refieren a la responsabilidad penal,ú  
citando jurisprudencia en este sentido. 

Finalmente,  postula  que  no  existiendo  una  norma  especial  que 
determine qu  plazo de prescripci n debe aplicarse en estos casos,  debeé ó  
recurrirse al derecho com n, esto es, el art culo 2332 del C digo Civil, y, enú í ó  
subsidio,  opone  la  excepci n  de  prescripci n  extintiva  de  5  a osó ó ñ  
contemplada para las acciones y derechos en el art culo 2515, en relaci ní ó  
con el art culo 2.514 del C digo Civil. í ó

En ltimo t rmino,  se refiere  al  da o e indemnizaci n  reclamada,ú é ñ ó  
manifestando que el  monto pretendido es excesivo, y que trat ndose delá  
da o puramente moral, la finalidad reparatoria no es alcanzable, as  comoñ í  
tampoco resulta posible poner a la v ctima en el lugar en que se encontrabaí  
antes de producirse el da o. Explica que la indemnizaci n del da o moralñ ó ñ  
solo  sirve  para  otorgar  a  la  v ctima  satisfacci n,  ayuda  o  auxilio  paraí ó  
atenuar o morigerarlo, y que en todo caso, deben considerarse los montos 
promedios fijados por los tribunales, lo que han actuado con prudencia.

En  subsidio  de  las  excepciones  anteriores,  de  reparaci n  yó  
prescripci n, solicita que la regulaci n del da o moral considere los pagosó ó ñ  
ya recibidos del Estado y guardar armon a con los montos establecidos porí  
los Tribunales. Sostiene que se debe considerar todos los pagos recibidos por 
los actores a trav s de los a os conforme a las leyes de reparaci n (Leyesé ñ ó  
19.123, 19.234, 19.992, sus modificaciones y dem s normas pertinentes), yá  
que seguir  percibiendo a t tulo de pensi n, y tambi n los beneficios extraá í ó é  
patrimoniales  que  estos  cuerpos  legales  contemplan,  pues  todos  ellos 
tuvieron por objeto reparar el da o moral. Indica que de no acceder a estañ  
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petici n subsidiaria implicar a un doble pago por un mismo hecho, lo cualó í  
contrar a los principios jur dicos b sicos del derecho en orden a que no esí í á  
jur dicamente procedente que un da o sea indemnizado dos veces.í ñ

Mediante presentaci n de fecha 29 de enero de 2024 a folio 18, laó  
parte demandante evacu  el tr mite de r plica, complementada a folio 19.ó á é

En cuanto a la alegaci n que hace el demandado consistente en laó “  
excepci n  de  reparaci n  satisfactiva  o  integral ,  se ala  que  su  parte  noó ó ” ñ  
puede estar de acuerdo con dicho razonamiento, ya que, en el mejor de los 
casos, los montos que otorgan las referidas leyes s lo constituyen indignasó  
pensiones mensuales de sobrevivencia que no llega a ser la mitad de un 
sueldo  m nimo,  lo  anterior,  comparado  con  lo  que  el  gran  n mero  deí ú  
chilenos debi  sufrir y que esta alegaci n del Consejo de Defensa constituyeó ó  
un reconocimiento t cito de la existencia de todos los da os materiales yá ñ  
morales  invocados  por  los  actores  en  la  demanda  puesto  que  si  la 
demandada alega que ellos ya han estado siendo reparados por el Estado.

Agrega  que  esta  alegaci n  del  Consejo  de  Defensa  constituye  unó  
reconocimiento  t cito  de  la  existencia  de  todos  los  da os  materiales  yá ñ  
morales  invocados  por  los  actores  en  la  demanda  puesto  que  si  la 
demandada alega que ellos ya han estado siendo reparados por el Estado.

Respecto a la excepci n de prescripci n extintiva, sostiene que el casoó ó  
de  autos  est  prescrito  es  err neo  toda  vez  que  se  construye  sobre  uná ó  
supuesto te rico que afirma la desconexi n total de las acciones civiles conó ó  
las penales, esto es: que ser a posible castigar a los responsables y al mismoí  
tiempo dejar sin reparaci n a las v ctimas.ó í

En cuanto indica la contraria respecto al da o reclamado por estañ  
parte,  que tanto el da o emergente como el lucro cesante no deben serñ  
hipot ticos sino que deben ser probados esta parte indica que utilizar  todosé á  
los  elementos  probatorios  posibles  para  demostrar  en  la  etapa 
correspondiente  tanto  el  origen  de  los  da os  como  su  monto  exacto,ñ  
cuestiones  que  ya  fueron  planteadas  en  detalles  en  la  demanda  por 
demandante. Lo mismo ocurre respecto del da o moral sobre el cual señ  
tiene diversos elementos de prueba, como los informes psicol gicos descritosó  
en la demanda.

Complementa se alando en relaci n a la excepci n de prescripci nñ ó ó ó  
opuesta por el demandado, que haciendo menci n a recientes fallos de laó  
Corte  Suprema  se  reconoce  el  derecho  a  las  v ctimas  de  atropellos  deí  
derechos humanos a obtener la debida reparaci n, citando jurisprudencia aló  
respecto.

Con fecha  7 de febrero  de  2024 a folio  22,  la  parte  demandada 
evacu  la d plica, reiterando todas las alegaciones expuestas en su escrito deó ú  
contestaci n de demanda. ó

A ade respecto de la excepci n de reparaci n integral- que el Estadoñ – ó ó  
de Chile adopt  una pol tica integral de reparaci n tanto en dinero comoó í ó  
en   beneficios  de  salud,  construcci n  de  memoriales,  etc.  y  por  eso  seó  
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denomina integral, debiendo considerarse que el alto gasto para el Estado y 
la sociedad en su conjunto, refleja claramente que se persigui  reparar eló  
da o  moral.  Por  otra  parte,  tampoco  puede  ser  considerada  unañ  
indemnizaci n  fijada  unilateralmente,  pues  desde  el  momento  que  eló  
demandante  acept  esta  pensi n  de  reparaci n,  acept  el  monto  yó ó ó ó  
condiciones,  no  pudiendo  ahora  desconocer  los  efectos  que  le  pensi nó  
otorgada por la Ley N  19.992 tiene por finalidad reparar el da o moral.° ñ

En lo concerniente a la prescripci n hace presente que durante m só á  
de 10 a os la Corte Suprema consider  que la acci n prescrib a conforme añ ó ó í  
lo dispuesto en el art culo 2330 del C digo Civil, en 4 a os, reiterando lasí ó ñ  
sentencias invocadas en la contestaci n. ó

Por resoluci n de 9 de febrero de 2024, a folio 23, se recibi  la causaó ó  
a prueba por el  t rmino legal,  resoluci n que fue objeto de recurso deé ó  
reposici n acogido a folio 36, rindiendo la que consta en autos. ó

Con fecha 6 de enero de 2025, a folio 69, se cit  a las partes a o ró í  
sentencia. 

CONSIDERANDO: 
PRIMERO:  Que  en  estos  autos,  do a  Mar a  Paulina  Richardsñ í  

Zepeda  y  don  Eliseo  David  Antonio  Richards  Torres,  por  s  y  ení  
representaci n de do a Nancy Elba Zepeda Salfate, de don Omar Gast nó ñ ó  
Zepeda  Salfate  y  de  do a  Mar a  Gabriela  Richards  Zepeda,  deducenñ í  
demanda  de  indemnizaci n  de  perjuicios  en  contra  del  Fisco  de  Chile,ó  
representado por el Presidente del Consejo de Defensa del Estado, don Juan 
Antonio Peribonio Poduje,  todos ya individualizados,  a fin  de que se le 
condene al demandado al pago de las siguientes sumas totales: a don Eliseo 
Richards Torres, al pago de la suma de $213.205.715.- por concepto de 
da o moral y material; a do a Nancy Zepeda Salfate, al pago de la sumañ ñ  
de $202.260.000.- por concepto de da o moral y material; a don Omarñ  
Gast n Zepeda Salfate, al pago de la suma de $211.108.803.- por conceptoó  
de da o moral y material; a do a Mar a Gabriela Richards Zepeda, al pagoñ ñ í  
de la suma de $ 200.000.000.- por concepto de da o moral y a do a Mar añ ñ í  
Paulina  Richards  Zepeda,  al  pago  de  la  suma  de  $200.000.000.-  por 
concepto de da o moral, o la suma de dinero que en justicia se considereñ  
adecuada,  debidamente  reajustadas,  con  intereses  y  costas,  los  que  se 
rese aron en lo expositivo de la sentencia.ñ

SEGUNDO:  Que  por  su  parte  el  demandado  Fisco  Chile 
compareci  a la instancia contestando y duplicando la demanda de autos,ó  
solicitando en definitiva el rechazo de ella en todas sus partes, oponiendo las 
excepciones  de  reparaci n  integral  y  la  de  improcedencia  de  laó  
indemnizaci n  por  haber  sido  ya  indemnizados  los  demandantes.ó  
Seguidamente,  alega  la  prescripci n  extintiva  de  la  acci n  por  haberó ó  
transcurrido en exceso el plazo de 4 a os contemplado en el art culo 2332ñ í  
del  C digo  Civil  cuya  aplicaci n  estima  procedente,  y  en  subsidio,  laó ó  
prescripci n extintiva ordinaria de 5 a os, objetando, en subsidio de todo loó ñ  
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anterior, el monto indemnizatorio exigido por los actores a t tulo de da oí ñ  
moral,  solicitando que en la regulaci n de ste se consideren los  pagos,ó é  
pensiones e indemnizaciones que han recibido los demandantes.  

TERCERO: Que la presente controversia radica en determinar si en 
la  especie  concurren  los  requisitos  de  la  responsabilidad  patrimonial  del 
Estado y, en consecuencia, si el Fisco se encuentra obligado a indemnizar el 
da o moral reclamado por los actores, fundado en las detenciones, privaci nñ ó  
de libertad y torturas que experimentaron cada uno de los demandantes en 
el contexto pol tico del r gimen militar de 1973; y, adem s, los da os yí é á ñ  
consecuencias que derivaron para los actores. 

CUARTO:  Que la responsabilidad civil tiene por finalidad reparar 
econ micamente a la v ctima o con mayor precisi n, compensar el da oó í ó ñ  
sufrido por sta como consecuencia de un hecho il cito. En este sentido, loé í  
que se busca es proporcionar a la v ctima una cantidad de dinero que leí  
permita sobrellevar de mejor manera el da o sufrido, mediante el goce yñ  
disfrute de otras cosas, atendido el car cter transaccional de ste. En raz ná é ó  
de  ello,  se  dice  que  la  indemnizaci n  monetaria  no  es  una  genuinaó  
reparaci n, pues no hace desaparecer el da o ni mucho menos el hechoó ñ  
generador de ste, sino que m s bien, otorga los medios econ micos a laé á ó  
v ctima para que sta encuentre satisfacci n en la adquisici n de bienes oí é ó ó  
servicios.

QUINTO: Que, en lo concerniente a la responsabilidad del Estado y 
sus rganos, el principio general expresado anteriormente se ha concretizadoó  
bajo  la  instituci n  de  la  falta  de  servicio,  criterio  general  de  atribuci nó ó  
equivalente a la culpa o negligencia que funda la reparaci n de los da osó ñ  
extracontractuales. De aqu  que la doctrina y jurisprudencia, estimen que laí  
responsabilidad  civil  o  patrimonial  de  los  rganos  p blicos  puede  seró ú  
perseguida,  ya  sea  de  acuerdo  a  las  normas  de  derecho  p blicoú  
(Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  Ley  de  Bases  Generales  de  laó í ú  
Administraci n del Estado, etc.), como a partir de la normativa de derechoó  
privado (art culos 2314 y siguientes del C digo Civil).í ó

SEXTO:  Que en este sentido si bien en la actualidad, es un lugar 
com n hablar de la unidad de responsabilidades p blicas y privadas a fin deú ú  
garantizar reglas y principios equitativos para los particulares que buscan la 
reparaci n de sus  da os ocasionados por el  Estado,  ello no conlleva unó ñ  
desconocimiento de las peculiaridades de las relaciones de derecho p blicoú  
(administrativa, legislativa y judicial),  en particular, respecto del  complejo 
contenido y finalidad que el rgano estatal persigue con cada una de susó  
actuaciones.

S PTIMO:  É Que sin perjuicio  de lo anterior,  la  acci n civil  aquó í 
deducida en contra del Fisco, tendiente a obtener la reparaci n ntegra deó í  
los perjuicios que han sido ocasionados a los actores, encuentra tambi n sué  
fundamento en los  principios  generales  del  Derecho Internacional de los 
Derechos  Humanos  y  su  consagraci n  normativa  en  los  tratadosó  
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internacionales ratificados por Chile, los cuales obligan al Estado chileno a 
reconocer y proteger este derecho a la reparaci n ntegra, en virtud de loó í  
dispuesto en el  inciso segundo del  art culo 5  y en el  art culo 6  de laí ° í °  
Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

Los art culos 1.1 y 63.1 de la Convenci n Americana de Derechosí ó  
Humanos, consagran que la responsabilidad del Estado por esta clase de 
il citos queda sujeta a reglas de Derecho Internacional, las que no puedení  
ser  incumplidas  a  pretexto  de  hacer  primar  otros  preceptos  de  derecho 
interno, pues si se verifica un hecho il cito imputable a un Estado, surge deí  
inmediato la responsabilidad internacional de ste por la violaci n de unaé ó  
norma de esta ndole, con el consecuente deber de reparaci n y de hacerí ó  
cesar las consecuencias de la violaci n. ó

OCTAVO: Que estas normas de rango superior imponen un l mite yí  
un deber de actuaci n a los poderes p blicos, y en especial a los tribunalesó ú  
nacionales, en tanto stos no pueden interpretar los preceptos de derechoé  
interno de un modo tal que dejen sin aplicaci n las normas de derechoó  
internacional que consagran este derecho a la reparaci n, pues ello podr aó í  
comprometer la responsabilidad internacional del Estado de Chile.

NOVENO:  Que  a  fin  de  acreditar  lo  correspondiente,  la  parte 
demandante acompa  los siguientes documentos a la carpeta electr nica: ñó ó

1.- Certificados de calificaci n de v ctima reconocida por la Comisi nó í ó  
Nacional  sobre Prisi n  Pol tica  y Tortura,  o  Comisi n Valech I.  de  losó í ó  
demandantes don Eliseo David Richards Torres; do a Nancy Elba Zepedañ  
Salfate; don Omar Gast n Zepeda Salfate; do a Mar a Gabriela Richardsó ñ í  
Zepeda y do a Mar a Paulina Richards Zepeda. ñ í 2.- Copias de Certificados 
del rea de Memoria, Archivo y Documentaci n del Instituto Nacional deÁ ó  
Derechos Humanos (INDH) respecto a los demandantes.  3.-  Carpetas de 
antecedentes de los demandantes de la Comisi n Valech. ó 4.- Certificados de 
FUNVISOL, Fundaci n de Documentaci n y Archivo de la Vicar a de laó ó í  
Solidaridad  del  Arzobispado  de  Santiago.  5.- Fotocopia  de  documento 
Informe Mensual , de junio de 1987, de la Vicar a de la Solidaridad del“ ” í  

Arzobispado  de  Santiago. 6.-  Escrito  que  da  cuenta  de  graves 
irregularidades en el  arresto de los  amparados. 7.-  Copia de testimonio 
escrito a m quina, de los demandantes.  á 8.-  Copia original de declaraci nó  
del Consejo del Colegio de Abogados, de fecha 26 de junio de 1987. 9.- Pdf 
de fotograf a de original de p gina 13 del diario La poca de fecha martesí á É  
30  de  junio  de  1987.  10.-  Fotocopia  de  Decreto  Exento  N  6265,  del°  
Ministro del Interior, por orden del Presidente de la Rep blica, de fecha 24ú  
de junio de 1987. 11.-  Copia de Resoluci n de Fiscal Militar, de fecha 1ó ° 
de  julio  de  1987.  12.- Copia  de  cuatro  fotograf as  del  domicilio  delí  
demandante y su familia. 13.-  Copia de noticia del Diario La poca  de“ É ”  
fecha 08 de julio de 1987. 14.- Fotocopias de fojas 156 del expediente Rol 
1051-87 de la Primera Fiscal a Militar. í 15.-  Copia de dos fotograf as de laí  
p gina C8 del diario El Mercurio de fecha 23 de agosto de 1987.  á 16.- 

Código: LXQKXURPLXD

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



C-19224-2023
 

Foja: 1
Copia  de  carta  del  demandante  al  Director  del  diario  El  Mercurio ,“ ”  
entregada  con  fecha  24  de  agosto  de  1987.  17.- Copia  de  documento 
Consentimiento  informado  de  fecha  16  de  noviembre  de  2023  y  del“ ”  

Informe Psicol gico de Da o, de 28 de noviembre de 2023, del demandanteó ñ  
don Eliseo Richards Torres.  18.- Pdf de captura de pantalla de la p ginaá  
web  falabella.com.  19.-  Pdf  de  captura  de  pantalla  de  la  p gina  webá  
fluteservice.cl.  20.- Pdf  de  captura  de  pantalla  de  la  p gina  webá  
promusica.cl.  21.- Capturas  de  pantalla  de  la  p gina  webá  
listado.mercadolibre.cl.  22.- Capturas  de  pantalla  de  la  p gina  webá  
buscalibre.cl.  23.- Captura de pantalla del sitio web librosantigona.cl.  24.- 
Copia de noticia del diario La poca, de fecha 11 de agosto de 1987. É 25.- 
Fotocopia de resoluci n del Tribunal Militar, de fecha 30 de junio de 1987.ó  
26.-  Copia  de  escrito  presentado  en  la  Segunda  Fiscal a  Militar  deí  
Santiago, el 10 de enero de 1990.  27.-  Copia de escrito presentado en la 
Segunda Fiscal a Militar de Santiago, el 10 de enero de 1990. í 28.- Copia 
de  documento  de  Informe  de  lesiones  N  8774-87  de  Mar a  Gabriela° í  
Richards Zepeda, de fecha 27 de julio de 1987. 29.- Copia de ordinario N° 
3986 del 17 de mayo de 2023 en que el Director Nacional (S) del Servicio 
M dico  Legal.  é 30.- Copia  de  documento  de  Gendarmer a  de  Chile,í  
ordinario N 13.03.02/97/88, de fecha 7 de marzo de 1988. ° 31.- Copia de 
documento de Gendarmer a de Chile, ordinario N 13.03.02/213, de fechaí °  
31 de mayo de 1988. 32.- Copia de documento de Gendarmer a de Chile,í  
ordinario N 13.03.02/339, de fecha 14 de septiembre de 1988. ° 33.- Copia 
de carta escrita a m quina, dirigida al diario Fort n Mapocho, de fecha 13á í  
de julio de 1987. 34.- Copia de carta escrita a m quina, dirigida al diarioá  
Fort n Mapocho, de fecha 13 de julio de 1987. í 35.- Copia de art culo deí  
Revista APSI , de 27 de julio 02 al 2 de agosto de 1987. “ ” 36.-  Copia de 
Memo del Vice Director Nacional de la Central Nacional de Informaciones, 
de fecha 14 de octubre de 1988. 37.- Copia de noticia del diario La poca,É  
del 26 de junio de 1987. 38.- Copia de noticia del diario El Mercurio de 
fecha 26 de junio de 1987. 39.- Copia de escrito judicial de 20 de enero de 
1989. 40.- Copia de carta del Director de Admisi n y Registros Acad micosó é  
de  la  Vicerrector a  Acad mica  de  la  Pontificia  Universidad  Cat lica  deí é ó  
Chile. 41.- Copia de carta del Instituto Latinoamericano de Salud Mental y 
Derechos Humanos (ILAS), de fecha 3 de marzo de 2023.  42.- Copia de 
correo electr nico de la  abogada de FASIC Ver nica Reyna,  de 12 deó ó  
diciembre de 2023, al 17  Juzgado Civil de Santiago. ° 43.- Informe pericial 
psicol gico  realizado bajo  el  Protocolo de Estambul,  de  Mar a Gabrielaó í  
Richards Zepeda, por la perito psic loga del rea cl nica-jur dica y forenseó á í í  
do a  Hilda  Baeza  Rojas.  ñ 44.- Copia  de  carta  respuesta  del  Jefe  del 
Departamento de Acceso a la Informaci n P blica y Lobby de la Polic a deó ú í  
Investigaciones de Chile.  45.-  Copia de declaraci n de 11 instituciones deó  
desarrollo rural, de fecha 27 de junio de 1987. 46.- Certificado de atenci nó  
psicol gica, de fecha 21 de julio de 2023, de la psic loga Constanza P rezó ó é  
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Contreras. 47.- Informe pericial psicol gico de la demandante, do a Nancyó ñ  
Zepeda Salfate, por la perito psic loga del rea cl nica-jur dica y forense,ó á í í  
do a  Hilda  Baeza  Rojas.  ñ 48.-  Captura  de  pantalla  del  sitio  web 
habitissimo.cl.  49.-  Captura de pantalla de la respuesta del  buscador de 
Google ante la pregunta sobre Gastos de un ni o al mes en Chile .  “ ñ ” 50.- 
Captura de pantalla del sitio web yapo.cl que indica que en la actualidad el 
libro Lenin y la Juventud  de Ediciones Quimant .  “ ” ú 51.- Copia de mail 
enviado desde correo electr nico del demandante ogaszepa@gmail.com aló  
correo electr nico maria.richardszepeda@gmail.com, de fecha 28 de marzoó  
de 2023, reenviando, el mail  de la misma fecha, de la psic loga Yaniraó  
Ferreira, correo electr nico es yanira.ferreira @munilosvilos.cl, que adjuntaó  
certificado de atenci n al demandante.  ó 52.-  Copia de captura de pantalla 
del sitio web preciosmundi.com. 53.- Copia de captura de pantalla del sitio 
web lider.cl. 54.- Copia de captura de pantalla del sitio web headchile.com. 
55.- Copia de captura de pantalla del sitio web habitissimo.cl.  56.- Copia 
de captura de pantalla del sitio web cl.computrabajo.com.  57.- Copia de 
Carta N  1394/23 del Encargado de la Unidad de Participaci n y Atenci n° ó ó  
Ciudadana de la  Gendarmer a de Chile.  í 58.-  Informe Psicol gico de laó  
demandante de fecha 31 de agosto de 2024 de la psic loga del PRAIS -ó  
CESFAM Ossand n de la Corporaci n de Desarrollo de la comuna de Laó ó  
Reina,  do a  Paola  Riccardi  Fonseca.  ñ 59.-  Informe  pericial  psicol gicoó  
realizado  bajo  el  Protocolo  de  Estambul,  de  Mar a  Paulina  Richardsí  
Zepeda,  por  la  perito  psic loga  del  rea  cl nica-jur dica  y  forense  do aó á í í ñ  
Hilda  Baeza  Rojas.  60.- Copia  de  Tesina  Anatom a  de  la  tortura“ í ” 
Protocolo para la Documentaci n Psicosocial de la tortura en el marco deló  
Sistema Interamericano de Derechos Humanos , de Miguel ngel Pichardo” Á  
Reyes. 61.- Estudio Incomunicaci n y tortura, an lisis estructurado en base“ ó á  
al  Protocolo  de  Estambul  de  ARGITUZ  (Asociaci n  Pro  Derechos” ó  
Humanos) y otras asociaciones y el Departamento de Psicolog a Social de laí  
Universidad del Pa s Vasco, a o 2014. í ñ 62.- Copia del archivo del Colegio 
M dico  de  Chile,  denominado  Tortura  y  Trauma:  Consecuencias,é “  
Valoraci n del da o , de la psic loga cl nica Ang lica Pizarro C spedes.ó ñ ” ó í é é  
63.- Memoria Efectos tard os de la tortura. Reparaci n y aportes desde la“ í ó  
psicolog a  de Mar a Celia Robaina, del Instituto de Psicolog a de la Salud,í ” í í  
Facultad de Psicolog a de la Universidad de la Rep blica (Uruguay).  í ú 64.- 
Copia  de  documento  Impunidad,  el  trauma  en  sobrevivientes  de  la“  
tortura , Tesis para optar al t tulo de psic logo del alumno Luis S ez A, de” í ó á  
la Escuela de Psicolog a de la Universidad Arcis. í 65.- Copia del art culo deí  
la Revista Chilena de Derecho, volumen 35 N  1 titulado Del da o moral° “ ñ  
al da o extra patrimonial: la superaci n del pretium doloris  de Marceloñ ó ”  
Barrientos Zamorano. 66.- Copia del documento La tortura un problema“  
m dico  elaborado por los profesionales del Equipo de Salud Mental de laé ”  
Fundaci n de Ayuda Social de las Iglesias Cristianas (FASIC), de marzo deó  
1983. 67.-  Recurso de Amparo, Rol N  659-87, ingresado en la Corte de°  
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Apelaciones de Santiago con fecha 24 de junio de 1987.  68.-  Copia de 
escrito  que  da  cuenta  de  graves  irregularidades  en  el  arresto  de  los 
amparados, presentado en la Ilustr sima Corte de Apelaciones de Santiago,í  
anexo  al  recurso  de  amparo  Rol  659-8.  69.-  Copia  de  carta  formato 
dirigida a los diarios de fecha 13 de julio de 1987 de la familia Richards 
Torres,  Zepeda Salfate y Becca Richards.  70.- Fotocopia del  diario La“  
Naci n , de fecha 25 de junio de 1987.  ó ” 71.-  Foto de noticia original del 
diario La Tercera , secci n de Cr nica , p gina 7, de fecha 25 de junio“ ” ó “ ó ” á  
de 1987.  72.-  Fotocopia de noticia de diario La Naci n, de fecha 26 deó  
junio  de  1987,  secci n  Policia,  p ginas  24  y  25,  se ala  en  el  titularó á ñ  
Extremista  detenido  en  La  Reina  atent  contra  dos  carabineros.  “ ó 73.- 

Fotocopia de noticia reconstitu da del Diario La Tercera de fecha 26 deí  
junio de 1987. 74.- Fotocopia de noticia del Diario La Naci n de fecha 01ó  
de julio de 1987, secci n Polic a, bajo el t tulo A disposici n de la Fiscal aó í í “ ó í  
Militar 10 subversivos del FMR . ” 75.- Copia original de sentencia N  27,°  
en la causa Rol N  1051- fecha 27 de enero de 1992, del Juez Militar del°  
Segundo Juzgado Militar de Santiago. 76.- Fotocopia de art culo de Revistaí  
APSI  de 27 de julio al 2 de agosto de 1987, en la secci n Cr nica  de“ ” ó “ ó ”  

las p ginas 14, 15 y 16. á 77.- Fotocopia de art culo de Revista An lisis  deí “ á ”  
6 a 12 de julio de 1987, en la secci n Pol tica . ó “ í ” 78.- Copia de esc ner deá  
original de noticia del diario La poca, de fecha 11 de agosto de 1987, enÉ  
la secci n informaci n Nacional , el diario emite art culo, con el relato deó “ ó ” í  
la demandante do a Mar a Paulina Richards Zepeda.  ñ í 79.- Fotocopia de 
documento  Informe  Mensual ,  de  junio  de  1987,  de  la  Vicar a  de  la“ ” í  
Solidaridad del  Arzobispado de Santiago, p ginas 21,  22,  23 y 54.  á 80.- 
Copia  de  documento  Informe  para  el  relator  especial  de  las  Naciones“  
Unidas  se or  Fernando  Volio  Jim nez  sobre  el  caso de  la  joven Mar añ é í  
Gabriela Richards Zepeda  de fecha 11 de diciembre de 1987. ” 81.- Copia 
de  cuatro  fotograf as  del  domicilio  del  demandante  y  su  familia.  í 82.- 
Fotocopia de Decreto Exento N  6265, del Ministro del Interior, por orden°  
del Presidente de la Rep blica, de fecha 24 de junio de 1987. ú 83.- Copia de 
documento Res N 152 de fecha 30 de junio de 1987 del Sub Prefecto Jefe°  
de  la  Brigada Investigadora  de  Asaltos  a  la  Primera  Fiscal a  Militar  deí  
Santiago. 84.- Fotocopia de resoluci n de fiscal militar de fecha 30 de junioó  
de 1987.  85.-  Copia de una Declaraci n p blica, de 1  de julio de 1987.ó ú °  
86.- Copia de declaraci n p blica del Centro General de Padres, el Centroó ú  
General de Alumnos y el Sindicato del Colegio Francisco de Miranda, de 
fecha  25  de  junio  de  1987.  86.- Copia  de  escrito  del  abogado  Eliseo 
Richards Torres, por la demandante Mar a Gabriela Richards Zepeda, deí  
fecha 15 de octubre de 1991, en autos Rol 986.  87.- Acta de Inspecci nó  
ocular, de fecha 3 de julio de 1987, fojas 128, 128 vta. y 129, de Fiscal  
Militar Enrique Olivares, en proceso Rol 1051-87. 

D CIMOÉ :  Que,  de  otro  lado,  a  folio  8  se  aparej  oficio  de  laó  
Fundaci n  de  Ayuda  Social  de  las  Iglesias  Cristianas  de  fecha  11  deó  
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diciembre de 2023, se alando que do a Mar a Gabriela Richards Salfate señ ñ í  
encuentra registrada en la instituci n a partir del 23 de julio de 1987 en eló  
programa  de  atenci n  social,  psicol gica  a  presos  pol ticos  durante  laó ó í  
dictadura y que por la situaci n vivida a partir de su detenci n solicitó ó ó 
atenci n psicoterap utica a igual que su se ora madre y hermana.ó é ñ

UND CIMO:É  Con fecha 28 de mayo de 2024, a folio 24 se aparejó 
oficio ORD DSGT N : 23664/2024, respuesta del Instituto de Previsi n° ó  
Social,  el  que  informa  acerca  de  beneficios  de  reparaci n  que  comoó  
beneficiarios de las Leyes N  19.234, 19.992 y N  20.874 se han otorgado a° °  
la  actora,  y  que  en  s ntesis  consigna  que  don  ELISEO  RICHARDSí  
TORRES,  ha  recibido  la  cantidad  de  $41.128.050  entre  los  meses  de 
febrero  de  2005  a  mayo de  2024,  m s  aporte  nico  Ley  N 20.874 deá ú °  
$1.000.000,  m s aguinaldos por $659.680,  ascendiendo la pensi n actualá ó  
Valech a $277.270.

Do a NANCY ZEPEDA SALFATE ha recibido entre marzo de 2009ñ  
y mayo de 2024 la suma de $16.600.960 por concepto de pensi n Leyó  
19.992, la suma de $16.643.603 por pensi n Ley N 19.234 y $3.000.000ó °  
como Bono Ley N 19.992, la cantidad de $1.000.000.- por aporte nico° ú  
Ley N 20.874, y $567.734 por aguinaldos, ascendiendo su pensi n actual a° ó  
la suma de $277.270.

Don  OMAR  ZEPEDA  SALFATE  ha  recibido  la  suma  de 
$37.975.322 por concepto de pensi n Ley 19.992 entre febrero de 2005 aó  
mayo de 2024, la cantidad de $1.000.000.- por aporte nico Ley N  20.874,ú °  
y $659.680 por aguinaldos,  ascendiendo su pensi n actual a la suma deó  
$242.262.

Do a  MARIA GABRIELA RICHARDS ZEPEDA ha  recibido  lañ  
suma de $37.975.322 por concepto de pensi n Ley 19.992 entre febrero deó  
2005 a mayo de 2024, la cantidad de $1.000.000.- por aporte nico Ley Nú ° 
20.874, y $659.680 por aguinaldos, ascendiendo su pensi n actual a la sumaó  
de $242.262.

Do a MARIA PAULINA RICHARDS ZEPEDA ha recibido la sumañ  
de $37.975.322 por concepto de pensi n Ley 19.992 entre febrero de 2005ó  
a mayo de 2024,  la cantidad de $1.000.000.-  por aporte  nico Ley Nú ° 
20.874, y $659.680 por aguinaldos, ascendiendo su pensi n actual a la sumaó  
de $242.262.

DUOD CIMO:É  Que adem s se  rindi  prueba testimonial  por  laá ó  
demandante y cuya acta rola a folio 57, consistente en los dichos de don 
Carlos Eugenio Beca Infante y do a Olga Mar a Andrea Veloso Y ez.ñ í áñ

El  primer  testigo,  refiere  en  lo  medular  que  tiene  una  relaci nó  
familiar, puesto que estuvo casado con la hermana de Eliseo Richards por 
42 a os, fallecida en 2017, siendo testigo presencial del allanamiento en lañ  
casa  de  la  familia,  se alando  que  se  produjeron  perjuicios  morales  yñ  
materiales, agregando el da o a la hija menor Mar a Francisca, que se veñ í  
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s bitamente separada de sus padres y es obligada a vivir una situaci n muyú ó  
fuerte para su edad.

La segunda testigo, refiere que ten a contacto con la familia porqueí  
los  conoc a y que el  cambio posterior  al  allanamiento fue muy notorio,í  
siendo  testigo  presencial  de  lo  sucedido  y  cont ndole  que  se  generaroná  
perjuicios psicol gicos, econ micos, laboral y emocional.ó ó

D CIMO TERCERO:  É Que, primeramente cabe asentar que sus 
calidades  de  v ctimas  de  violaci n  a  sus  derechos  humanos  no  ha  sidoí ó  
controvertida por el Fisco, sino que muy por el contrario, con el m rito deé  
la prueba rese ada precedentemente, de conformidad a lo prescrito por losñ  
art culos  1700,  1702 y 1706 del  C digo Civil,  aquella  puede inferirse  aí ó  
trav s de la profusa documental acompa ada y la revisi n de la n mina deé ñ ó ó  
personas   reconocidas  como  v ctimas  por  la  Comisi n  Nacional  Sobreí ó  
Prisi n Pol tica y Tortura (Valech I) en la que don Eliseo Richards Torresó í  
con el N  20.421, do a Nancy Elba Zepeda Salfate con el N  27.008, don° ñ °  
Omar  Gast n  Zepeda  Salfate  con  el  N  27.009,  do a  Mar a  Gabrielaó ° ñ í  
Richards Zepeda con el N  20.422 y do a Mar a Paulina Richards Zepeda° ñ í  
con el N  20.423.°

D CIMO CUARTO:  É Que de la  informaci n contenida en estosó  
instrumentos,  consta  que  a  requerimiento  de  don Eliseo  David  Antonio 
Richards Torres, el 6 de abril de 2004, present  sus antecedentes ante laó  
referida comisi n,  indicando que con fecha 24 de junio de 1987, en suó  
domicilio  de  calle  Javiera  Carrera  Sur  520,  comuna  de  La  Reina  por 
personeros del Comando Conjunto, pasando por recinto de detenci n comoó  
el  cuartel  general  de Investigaciones  y la  Penitenciar a,  siendo sujeto deí  
golpes  e  interrogatorios,  dentro  de  otras  vejaciones  que  relata,  estando 
detenido  7  d as  hasta  el  1  de  julio  de  1987  liberado  bajo  libertadí  
incondicional.

D CIMO  QUINTOÉ :  Que  con  respecto  a  do a  Mar a  Gabrielañ í  
Richards Zepeda, present  sus antecedentes ante la referida comisi n el 14ó ó  
de abril  de 2004, indicando que con fecha 24 de junio de 1987, en su 
domicilio  de  calle  Javiera  Carrera  Sur  520,  comuna  de  La  Reina  por 
personeros  del  Comando  Conjunto,  siendo  recluida  en  diversos  centros, 
como el cuartel general de Investigaciones, la c rcel de San Miguel y la deá  
Santo  Domingo,  siendo  sujeto  de  golpes  como  el  tel fono ,  insultos,“ é ”  
incomunicaci n,  dentro  de  otras  vejaciones  que  relata,  para  luego  seró  
condenada a presidio y posteriormente absuelta, hasta el 10 de marzo de 
1990, esto es por 2 a os, 8 meses y 17 d as.ñ í

D CIMO  SEXTOÉ :  Que  la  demandante  do a  Mar a  Paulinañ í  
Richards  Zepeda,  present  sus  antecedentes  ante  la  referida  comisi n,ó ó  
se alando que fue  detenida el 24 de junio de 1987, por agentes de la CNI,ñ  
siendo procesada en causa rol 1051-87, de la I Fiscal a Militar de Santiago,í  
obteniendo la libertad provisional  el  4 de agosto de 1987,  sobreseyendo 
temporalmente su causa en diciembre de 1987.
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D CIMO S PTIMO: É É Que en relaci n a do a Nancy Elba Zepedaó ñ  

Salfate, present  sus antecedentes ante la referida comisi n el 14 de abril deó ó  
2004, indicando que con fecha 24 de junio de 1987, en su domicilio de calle 
Javiera  Carrera  Sur  520,  fue  detenida  por  personeros  del  Comando 
Conjunto, siendo recluida en diversos centros, como el cuartel general de 
Investigaciones y la c rcel de San Miguel, siendo sujeto de maltratos f sicosá í  
e insultos, adem s de interrogatorios con amenazas, siendo liberada por faltaá  
de m rito el 1 de julio de 1987, por lo que estuvo privada de libertad por 7é  
d as.í

D CIMO OCTAVOÉ : Que finalmente, con respecto a don Omar 
Gast n  Zepeda  Salfate,  present  igualmente  sus  antecedentes  ante  laó ó  
referida comisi n el 14 de abril de 2004, indicando que con fecha 24 deó  
junio  de  1987,  en  su  domicilio  de  calle  Javiera  Carrera  Sur  520,  fue 
detenido por personeros de la CNI, siendo recluido en el cuartel general de 
Investigaciones,  siendo  sujeto  de  golpes  y  maltratos  f sicos,  adem s  deí á  
intensos interrogatorios, siendo liberado por falta de m rito el 1 de julio deé  
1987, por lo que estuvo privado de libertad por 7 d as.í

D CIMO NOVENO:  É Que, como hecho de marras, se tiene por 
establecido que con fecha 24 de junio de 1987, en circunstancias que do añ  
Nancy Elba Zepeda Salfate, se encontraba en su domicilio de calle Javiera 
Carrera Sur 520, en compa a de su hermano, don Omar Gast n Zepedañí ó  
Salfate, y sus hijas estudiantes Mar a Gabriela y Mar a Paulina, de 21 y 19í í  
a os respectivamente,  ingresaron violentamente un grupo de funcionariosñ  
del  Comando  Conjunto,  que  allanaron  el  inmueble,  y  los  detuvieron 
ilegalemente, con intenso despliegue de fuerza, pues estaban en la pista de 
un joven que era militante de un partido que se estimada subversivo, siendo 
interrogados y maltratados en ese lugar,  al  que luego llego el  padre de 
familia,  don  Eliseo  David  Antonio  Richards  Torres,  que  tambi n  fueé  
reducido e interrogado, para luego se trasladados a diversos centros, siendo 
sujeto  de  maltratos  f sicos  e  insultos,  adem s  de  interrogatorios  coní á  
amenazas,  por  diversos  periodos  de  tiempo.  Incluso  Maria  Gabriela  fue 
sometida a proceso y condenada a pena privativa de libertad.

As , en relaci n al primer supuesto, esto es, la existencia de un hechoí ó  
antijur dico, conforme a la naturaleza de la materia y hechos sobre los queí  
versa la litis, cabe consignar que del m rito de las probanzas rese adas ené ñ  
los motivos anteriores, ha quedado acreditado en autos que los demandantes 
fueron v ctimas de violaciones a los derechos humanos.í

VIG SIMO: É Que las conductas descritas dan cuenta de la comisi nó  
de  actos  ilegales  y  arbitrarios,  que  afectan  lo  m s  esencial  de  los  seresá  
humanos, como son la vida, integridad f sica, ps quica, dignidad y libertad,í í  
los  que  por  su  extensi n  y  alcance  trascienden  al  propio  individuo,ó  
afectando a la humanidad toda, y por tanto se encuadran en el concepto de 
delito de lesa humanidad, calificaci n que adquiere relevancia jur dica a losó í  
fines de las defensas fiscales.
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VIG SIMO PRIMERO: É Que los perjuicios sufridos por los actores 

aparecen como consecuencia natural y l gica de todo lo vivido; detenci n,ó ó  
golpes,  amenazas,  entre  otras  vejaciones  que  relatan,  todos  hechos  que 
indudablemente  afectan  de  sobremanera  la  vida  de  cualquier  persona, 
provocando entre otras cosas, trabas para la estabilidad emocional, familiar 
y social, circunstancias que ser n analizadas respecto de cada uno de losá  
actores en las consideraciones posteriores.

VIG SIMO SEGUNDO:É  Que habi ndose acreditado la existenciaé  
del  hecho  da oso  que se  reclama de  conformidad a  lo  dispuesto  en elñ  
art culo 1698 del C digo Civil, corresponde pronunciarse sobre las defensasí ó  
de la demandada.

VIG SIMO  TERCERO:É  Que  en  torno  a  la  excepci n  deó  
prescripci n extintivaó  de la  acci n,  incoada plateada por la demandada,ó  
huelga tener presente que el hecho que motiva esta acci n, es de aquellosó  
que la doctrina y tribunales superiores  de justicia reconoce como graves 
cr menes  de  lesa  humanidad,  tal  y  como lo  establece  los  Convenios  deí  
Ginebra  del  a o  1949,  toda  vez  que  estos  hechos  y  especialmente  losñ  
descritos en los motivos 14  al 18  ocurrieron en un contexto de excepci n° ° ó  
a  nuestra  democracia,  per odo  en  que  se  vulneraron  de  manera  grave,í  
sistem tica y masivamente los derechos humanos de las personas oponentesá  
al  r gimen  de  entonces  o  a  simples  civiles  que  no  adher an  a  ning né í ú  
movimiento pol tico, con el nico fin posible de amedrentar al resto de laí ú  
poblaci n civil,  todo ello  cometido  por agentes  del  Estado o por  civilesó  
amparados por ste.é

VIG SIMO  CUARTO:  É Que  cabe  precisar  que  la  acci nó  
indemnizatoria  que  se  deduce  se  encuentra  sustentada  en  las  torturas 
acreditadas que han sufrido los actores por el Estado Chileno con enorme 
poder de coerci n y uso de fuerza, vulnerando con aquello lo dispuesto enó  
el art culo 5.2 de la Convenci n Interamericana sobre Derechos Humanos,í ó  
norma ltima que establece que nadie debe ser sometido a torturas ni aú  
tratos  crueles  inhumanos  o  degradantes  que  as  si  bien  la  acci ní ó  
indemnizatoria  tiene  un  contenido  patrimonial  obedece  a  ndoleí  
humanitaria proveniente de los derechos de todos ser humano reconocidos 
en el tratado internacional indicado, que prima de acuerdo a las normas de 
derecho interno en espec fico al art culo 2497 del C digo Civil.í í ó

VIG SIMO  QUINTO:  É Que  por  otro  lado  sustenta  la  tesis  de 
inaplicabilidad  de  la  norma  del  C digo  Civil  antes  mencionada  por  eló  
art culo 2  de la Convenci n Interamericana sobre Derechos Humanos queí ° ó  
obliga  a  los  estados  parte  a  adoptar  con  arreglo  a  sus  procedimientos 
constitucionales  las  medidas  legislativas  o  de  otro  car cter  que  fueraná  
necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades y el art culo 5  deí °  
la Constituci n Pol tica de la Rep blica que reconoce como limitaci n a laó í ú ó  
soberan a el respeto de los derecho esenciales que emana de la naturalezaí  

Código: LXQKXURPLXD

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



C-19224-2023
 

Foja: 1
humana  y  la  obligaci n  del  mismo  de  promover  dichos  derechosó  
fundamentales.

VIG SIMO SEXTO:  É Que en efecto,  ya  la  jurisprudencia  se ha 
pronunciado en el sentido que la presente acci n civil deriva justamente deó  
hechos  tipificados  como  cr menes  de  lesa  humanidad  los  cuales  noí  
prescriben,  por  lo  que resultar a  incoherente  entender  que la  acci n deí ó  
reparaci n est  sujeta a normas de prescripci n, puesto que ello atenta losó á ó  
principios  del  Derecho  Internacional  que  establecen  la  obligaci nó  
permanente  del  Estado  de  reparar  a  las  v ctimas  de  estos  cr menesí í  
considerados  de  los  m s  atroces,  tal  como  se  establece  en  el  Pacto  deá  
Derechos  Civiles  y  Pol ticos,  de fecha 23 de marzo de 1976,  Parte  III,í  
art culo  9,  numerando  quinto,  y  la  Resoluci n  Aprobada  56/83  de  laí ó  
Asamblea General de Las Naciones Unidas, de fecha 28 de enero 2002, 
sobre Responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente il citos, ení  
especial su cap tulo segundo; y teniendo presente especialmente que ambasí  
acciones se sustentan en el mismo hecho il cito.í

VIG SIMO S PTIMO:  É É Que,  dado que  los  Derechos  Humanos 
reconocidos en la Convenci n son inherentes al ser humano durante toda laó  
existencia de ste, no es posible sostener a juicio de esta sentenciadora queé  
un Estado pretenda desconocer la reparaci n necesaria y obligatoria por eló  
mero  transcurso  de  ste,  ya  que  ello  significar a  desconocimiento  delé í  
Derecho Humano conculcado. 

VIG SIMO OCTAVO: É Que sustenta lo anterior el art culo 131 delí  
Convenio de Ginebra que sostiene que ninguna parte contratante podrá 
exonerarse, ni exonerar a otra parte contratante, de las responsabilidades en 
que haya  incurrido  ella  misma u otra  parte  contratante  a  causa  de  las 
infracciones previstas en el art culo 130 en el que se incluye la tortura oí  
tratos inhumanos.

Por lo dem s, el que la Convenci n sobre la Imprescriptibilidad de losá ó  
cr menes de guerra y de lesa humanidad establezca en su art culo 4  laí í °  
imprescriptibilidad de la acci n penal  a los  cr menes mencionados en eló í  
art culo  1  entre  otros,  esto  es  los  de  lesa  humanidad  no  conllevaí  
necesariamente  la  exclusi n  de  la  imprescriptibilidad  de  la  acci n  civil,ó ó  
m xime  considerando  el  contexto  del  pre mbulo  de  la  convenci n  ená á ó  
an lisis, en especial aquellos de los p rrafos 3, 4, 6 y 7. á á

VIG SIMO NOVENO:  É Que de otro lado, debe tenerse presente 
que no nos encontramos frente a una acci n de indemnizaci n de perjuiciosó ó  
com n  que derive de relaciones contractuales o extracontractuales propias“ ú ”  

del  derecho interno,  sino  que como se  dijo,  nos  encontramos  ante  una 
acci n que se sustenta en situaciones de car cter humanitaria y que por loó á  
tanto debe sujetarse a normas y principios y las reglas internacionales que 
conforman el ius cogens, propias del Derecho Internacional; as  y de acogerí  
la tesis planteada por la demandada en este punto, resultar a una graveí  
infracci n  a  las  obligaciones  internacionales  que  ha  contra do  nuestroó í  
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Estado, es as  que habiendo ratificado Chile la Convenci n de Viena ení ó  
1980, la que en su art culo 27 establece que un Estado no puede invocar suí  
propio derecho interno para eludir sus obligaciones internacionales, como 
por ejemplo -y como se ha venido se alando- la de reparaci n, norma, queñ ó  
por lo dem s, seg n nuestro ordenamiento interno tiene rango constitucionalá ú  
de acuerdo al art culo 5  de la Constituci n Pol tica del Estado, por lo queí º ó í  
contrariar la  norma mencionada, ser a incluso infringir  a nuestro propioí  
sistema jur dico.í

TRIG SIMO: É Que por otra parte el art culo 2332 del C digo Civilí ó  
se ala  que:  ñ “las  acciones  que  concede  este  t tulo  por  da o  o  dolo,í ñ  
prescriben en  cuatro  a os,  contados  desde  la  perpetraci n  del  actoñ ó ”;  el 
art culo  2514  se ala  que:  í ñ “la  prescripci n  que  extingue  las  acciones  yó  
derechos ajenos exige solamente cierto lapso de tiempo, durante el cual no  
se  hayan  ejercido  dichas  acciones.  Se  cuenta  este  tiempo desde  que  la  
obligaci n se  haya hecho exigibleó ;  finalmente  el  art culo 2515 de igual” í  
cuerpo legal se ala que el tiempo es de 5 a os para las acciones ordinarias.ñ ñ

TRIG SIMO PRIMERO:  É Que,  en ese  contexto,  el  estatuto del 
derecho privado chileno regula relaciones entre particulares, regidas por los 
principios de la autonom a de la voluntad y en plano de igualdad, cuesti ní ó  
inaplicable al caso sub lite, donde se busca regular y sancionar en el mbitoá  
de derecho p blico,  relaciones  verticales  del  Estado con los  particulares,ú  
determinando las responsabilidades que ste tenga por las afectaciones deé  
derechos por parte de sus agentes.

TRIG SIMO SEGUNDO:  É Que resulta inconcuso que trat ndoseá  
del resarcimiento de las transgresiones a los Derechos Humanos, la fuente 
de responsabilidad civil  o el  estatuto aplicable,  no puede encontrarse en 
nuestro C digo Civil, toda vez que las normas de regulaci n y protecci n deó ó ó  
tales derechos son posteriores a nuestra codificaci n, y las all  contenidas noó í  
fueron concebidas por Bello para la soluci n de problemas contempor neos,ó á  
como el  de marras,  para los cu les ha devenido el desarrollo de nuevasá  
concepciones al amparo del Derecho Internacional, el que incorporado en 
virtud del art culo 5  de nuestra Constituci n Pol tica, resulta absolutamenteí º ó í  
vinculante y obligatorio.

TRIG SIMO  TERCERO:  É Que  as ,  en  el  caso  í sub  lite,  las 
detenciones narradas con golpes y culatazos en diversas partes del cuerpo, 
as  como  otras  vejaciones  particulares  para  cada  actor  y  ya  descritasí  
anteriormente, constituyen en el hecho actividades ileg timas llevadas a caboí  
al  margen  de  la  juridicidad  y  constitucionalidad,  por  ende,  se  trata  de 
cr menes de lesa humanidad, que de acuerdo al Derecho Internacional aí  
trav s de normas de  é Ius Cogens, del Derecho Consuetudinario y Derecho 
Convencional donde se ha declarado su imprescriptibilidad, sin distinci nó  
alguna  de  si  ello  alude  a  las  acciones  penales  y  civiles,  sin  que  pueda 
estimarse  dicha  omisi n  como  suficiente  para  interpretar  dicho  cuerpoó  
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normativo en contra de sus  beneficiarios  naturales,  lo que no ser a sinoí  
contrariar su historia fidedigna.

TRIG SIMO CUARTO:  É Que,  en efecto,  el  art culo 63.1 de laí  
Convenci n Americana de Derechos Humanos establece que cuando hayaó  
violaci n de un derecho o libertad habr  derecho al  pago de una justaó á  
indemnizaci n a la parte lesionada, y el art culo 1.1 trata de las obligacionesó í  
de respeto y garant a por parte de los Estados partes de las disposicionesí  
contenidas  en  tal  pacto,  relativas  al  respeto  y  protecci n  de  derechosó  
fundamentales.

TRIG SIMO  QUINTO:  É Que as  no  resulta  posible  aplicar  lasí  
normas  del  C digo  Civil  y  declarar  prescritas  acciones  indemnizatoriasó  
ordinarias  emanadas  de  violaciones  a  derechos  fundamentales,  por  ser 
contrarias al  orden jur dico internacional,  que traducido en Convenios  yí  
Tratados y por clara disposici n constitucional, son vinculantes para Chile,ó  
como  ha  reconocido  y  declarado  abundante  jurisprudencia  de  nuestros 
Tribunales Superiores de Justicia, entre otros, en el homicidio de Fernando 
Vergara, los denominados caso Ligui a, Caravana de la Muerte -cap tuloñ í  
San Javier-,  Secuestro y Desaparici n de Dar o Miranda Godoy y Jorgeó í  
Solovera Gallardo y secuestro y desaparici n de Sergio Tormen M ndez.ó é

TRIG SIMO SEXTO:  É Que los art culos 6 y 7 de la Constituci ní ó  
Pol tica de la Rep blica establecen los principios de igualdad ante la ley deí ú  
gobernantes y gobernados, siendo responsables tanto de sus acciones como 
de sus  omisiones,  asimismo el  art culo 4  de la  Ley 18.575 sobre Basesí º  
Generales de la Administraci n del Estado, se ala que ste ser  responsableó ñ é á  
por los da os que causen los rganos de la Administraci n en el ejercicio deñ ó ó  
sus funciones, sin perjuicio de las responsabilidades que pudieren afectar al 
funcionario que los hubiere ocasionado, normas que en conjunto con los 
tratados internacionales vigentes en Chile, reafirman el deber de responder 
y resarcir los da os, normas que carecer an de toda validez y operatividadñ í  
de aplicarse las reglas y plazos del derecho com n a materias de tan altoú  
dolor  y  conocimiento  p blico,  como son  las  violaciones  a  los  Derechosú  
Humanos.

TRIG SIMO S PTIMO:  É É Que, por lo se alado precedentemente,ñ  
esta sentenciadora estima que los c mputos de los plazos establecidos en losó  
art culos 2332 y 2515 no son aplicables en la especie, entran en directaí  
contradicci n  con  normas  internacionales,  normas  de  ó Ius  Cogens,  el 
Derecho Consuetudinario y el Derecho Constitucional, desechando as  laí  
prescripci n invocada por la demandada.ó

TRIG SIMO OCTAVO:  É Que seguidamente,  en lo tocante a la 
defensa  de  la  demandada  invocada  como  excepci n  de  ó “reparaci nó  
integral ,  cabe se alar que,  de acuerdo a la informaci n emitida por el” ñ ó  
Instituto  de  Previsi n  Social,  los  demandantes  han  recibido  beneficiosó  
pecuniarios  por parte  del  Estado por el  hecho de haber  sido calificados 
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como v ctima de violaciones a los derechos humanos, percibiendo diferentesí  
sumas de dinero. 

TRIG SIMO  NOVENO:É  Sobre  este  punto,  huelga  precisar  al 
respecto  que  la  Ley  N  19.123,  que  crea  la  Corporaci n  Nacional  de° ó  
Reparaci n y Conciliaci n, establece una pensi n de reparaci n y otorgaó ó ó ó  
otros beneficios en favor de las personas que ah  se ala, dicho cuerpo legalí ñ  
ha establecido medios voluntarios a trav s de los cuales el Estado Chilenoé  
ha  intentado  reparar  los  da os  ocasionados  a  las  personas  declaradasñ  
v ctimas de violaciones a los derechos humanos o de violencia pol tica, peroí í  
sin  que  deba  entenderse  una  supuesta  incompatibilidad  entre  estos 
resarcimientos  y  aquellos  que  leg timamente  y  por  la  v a  jurisdiccionalí í  
pretendan las v ctimas. í

CUADRAG SIMO:  É Que, en este sentido, el propio art culo 4  deí °  
la citada ley dispone que: “en caso alguno la Corporaci n podr  asumiró á  
funciones jurisdiccionales propias de los Tribunales de Justicia ni interferir  
en procesos pendientes ante ellos. No podr , en consecuencia, pronunciarseá  
sobre  la  responsabilidad  que,  con  arreglo  a  las  leyes,  pudiere  caber  a  
personas individuales , lo que deja de manifiesto el pleno resguardo a la”  
garant a  constitucional  de  acudir  a  los  tribunales  de  justicia  cuando  seí  
estime que existe un da o que no ha sido reparado ntegramente.ñ í

En  consecuencia,  se  concluye  que  aun  cuando  los  actores  son 
beneficiarios,  las  mencionadas  leyes  en  parte  alguna  establecieron  una 
incompatibilidad entre los beneficios que otorga y las indemnizaciones de 
perjuicios establecidas en sede judicial.

CUADRAG SIMO  PRIMERO:  É Que  asimismo,  los  medios 
voluntarios  asumidos  por  el  Estado y fijados  en la  ley singularizada,  en 
modo alguno importan una renuncia o prohibici n para que las v ctimasó í  
acudan  a  la  sede  jurisdiccional  a  fin  de  que  sta,  por  los  medios  queé  
autoriza la ley, declare la procedencia de una reparaci n por da o moral,ó ñ  
en consecuencia, los beneficios establecidos en las Leyes 19.123, 19.992 y 
19.980 no resultan incompatibles con la reparaci n material del da o moral,ó ñ  
cuya cuant a y para el caso que sea procedente ser  determinada en esteí á  
juicio.

CUADRAG SIMO SEGUNDO:  É Que, en consecuencia, la acci nó  
de  indemnizaci n  por  da o  moral  impetrada,  en  caso  alguno  resultaó ñ  
incompatible  con  los  beneficios  que  han  recibidos  los  demandantes,  a 
cualquier t tulo y en cualquier momento, de manera tal que se rechazar  laí á  
excepci n alegada de reparaci n satisfactiva.ó ó  

CUADRAG SIMO  TERCERO:  É Que,  as  las  cosas,  desechadasí  
que  fueren  las  defensas  fiscales,  y  establecida  la  existencia  del  il cito,í  
corresponde  abocarse  a  la  determinaci n  de  los  da os  y  la  relaci n  deó ñ ó  
causalidad.

CUADRAG SIMO  CUARTO:  É Que  en  cuanto  a  los  da osñ  
invocados, la parte demandante acompa  sendos certificados e informesñó  
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psicol gicos de da os, los que para el caso de don Eliseo Richards Torresó ñ  
fue elaborado por el Psic logo Cl nico del PRAIS Central Jorge Riquelmeó í  
Mar n, de do a Mar a Gabriela Richards Zepeda por la sic loga Margaritaí ñ í ó  
D az Cordal  del  Instituto Latinoamericano de Salud Mental  y Derechosí  
Humanos  y por  la  sic loga forense  Hilda Baeza Rojas,  de do a Nancyó ñ  
Zepeda Salfate, por la sic loga Constanza P rez Contreras del programa deó é  
Salud Mental de CESFAM Salvador Bustos y por la sic loga forense Hildaó  
Baeza Rojas, de don Omar Gast n Zepeda Salfate por la sic loga Yaniraó ó  
Andrea  Ferreira  valos  del  departamento  de  salud  municipal,Á  
correspondiente  a  la  Estaci n  m dico  rural  Pichidangui,  de  do a  Mar aó é ñ í  
Paulina  Richards  Zepeda  por  la  sic loga  Paola  Riccardi  Fonseca  deló  
CESFAM Ossand n y por la sic loga forense Hilda Baeza Rojas.ó ó

CUADRAG SIMO QUINTOÉ : Que en el informe de don Eliseo 
Richards  Torres,  el  profesional  tiene  como resultado  diagn stico  que  laó  
afectaci n,  el  da o  y  el  dolor  causado  por  el  Trauma  no  pasan,  seó ñ  
mantienen hasta la  fecha y que el  proceso judicial  ha abierto  la herida 
emocional,  configur ndose  una  retraumatizaci n,  diagnosticando  uná ó  
Trastorno de ansiedad generalizada, de estr s post-traum tico y de controlé á  
de impulsos, todas patolog as mentales de curso cr nico que no tuvieroní ó  
reparaci n en su momento.  ó

CUADRAG SIMO SEXTO:É  Que en lo que toca a la demandante 
Mar a Gabriela Richards Zepeda, a modo de conclusi n recuerda que noí ó  
obstante las manifestaciones y consecuencias psicopatol gicas descritas, no seó  
trata nicamente de cuadros o s ndromes psicopatol gicos, sino al mismoú í ó  
tiempo de expresiones concretas del conflicto social y pol tico desarrollandoí  
en  una  sociedad  determinada,  que  se  manifiesta  tanto  en  el  psiquismo 
individual,  como en la subjetividad social  y que se puede determinar  la 
existencia  de  secuelas  psicosociales  expresadas  en  un  trastorno  afectivo 
concomitante a estados de depresi n y ansiedad, compatible con el alegatoó  
de tortura malos tratos y tratos inhumanos y est n directamente vinculadosá  
a los hechos violentos que vivi  a partir de los hechos ocurridos en el a oó ñ  
1987   1990  que  han  impactado  en  el  continuo  vital  de  la  v ctima,– í  
causando un deterioro acumulativo a nivel funcional que se expresa en su 
funcionamiento psicol gico actual y correlato entre los hechos narrados, conó  
los padecimientos y hallazgos cl nicos.í

CUADRAG SIMO S PTIMO:  É É Que,  respecto a  la  demandante 
Nancy Zepeda Salfate, consta en su informe, que se genera un quiebre en el 
curso  de  vida  de  la  paciente  que  modifica  de  manera  permanente  la 
relaci n con su marido, con sus hijas y el entorno social, identificando unó  
importante menoscabo a su autoestima al haber sido coartada su libertad 
mediante la persecuci n y la aprensi n ileg tima, lo cual da cuenta de unaó ó í  
respuesta  post  traum tica  ante  un  sufrimiento  mental  y  emocional  deá  
consideraci n. ó
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Adem s,  en  la  evaluaci n  de  la  presencia  o  no  de  secuelasá ó  

postraum ticas, se observan indicios de problemas psicol gicos actuales en laá ó  
peritada, y aunque el componente cl nico de salud mental, es un elementoí  
dentro del impacto del da o percibido y que se reedita en este contexto deñ  
la valoraci n, hay un componente del impacto a nivel psicosocial que seó  
entiende es m s amplio, que los elementos cl nicos-diagn stico identificados,á í ó  
es decir el trauma y los efectos negativos del mismo, habr an ocasionado uní  
profundo cambio en su trayectoria de vida a nivel  individual, familiar y 
social.

CUADRAG SIMO  OCTAVO:  É Que  respecto  de  don  Omar 
Gast n Zepeda Salfate, se certifica que este fue ingresado para evaluaci nó ó  
de salud mental, con el fin de entregar visualizaci n de da o emocional poró ñ  
experiencia  vivida  en  dictadura  y  que  se  acuerda  tratamiento  por 
diagn stico  de  Trastorno  de  Estr s  Post  Traum tico  de  larga  data,  poró é á  
episodio relatados de tortura, que han permanecido en la memoria con una 
carga emocional que presenta malestar significativo.

CUADRAG SIMO NOVENO:É  Que finalmente, en relaci n a laó  
demandante do a Mar a Paulina Richards Zepeda, se evidencia la presenciañ í  
de sintomatolog a ansiosa y estr s consecuencia de la persecuci n pol tica,í é ó í  
agresiones, tortura psicol gica en la adolescencia lo que genera un desmedroó  
en su calidad de vida posterior con altos niveles de ansiedad e inseguridades 
que afectan su adaptaci n a distintas situaciones, concluyendo su informeó  
pericial psicol gico que en la evaluaci n se observa la presencia de secuelasó ó  
postraum ticas, expresados en problemas psicol gicos actuales demandandoá ó  
de un tratamiento en salud mental, y en el que actualmente participa. A la 
luz  del  relato  de  los  hechos,  se  aprecia  el  da o  psicosocial  subjetivoñ  
percibido, y el actual cuadro cl nico, habr a que observarlo en su conjuntoí í  
para explicar la vulnerabilidad psicosocial que se entiende es m s amplio yá  
profundo que considera distintos niveles de afectaci n en lo socio-hist rico-ó ó
contextual  y,  en  ese  sentido,  no  se  reducen  a  las  implicaciones  de  los 
elementos  cl nicos-diagn stico  que  se  identifican  a  nivel  individual,  elí ó  
trauma es psicosocial.

QUINCUAG SIMO:É  Que, sin perjuicio del nulo valor probatorio 
de los informes psicol gicos analizados, por ser meros instrumentos privadosó  
que no fueron ratificados en juicio, de los mismos se extraen indicios en 
orden a la existencia de los da os y perjuicios que en cada uno de losñ  
actores se han consolidado a consecuencia de los traum ticos eventos queá  
vivenciaron. 

Sin  perjuicio  del  valor  probatorio  de  los  informes  psicol gicosó  
analizados, todos est n contestes en sostener que los padecimientos de laá  
demandante, y con ello el da o alegado est n relacionados a los hechosñ á  
relatados en la demanda por las  v ctimas  directas,  que determinaron suí  
entorno familiar.
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As , puede establecerse en forma conclusiva que los padecimientos deí  

los demandantes, y con ello el da o alegado est n relacionados a los hechosñ é  
relatados en la demanda, corroboraros con los 2 testigos de cargo, por lo 
que  tales  indicios,  sumados  a  los  hechos  p blicos  y  notorios  e  inclusoú  
hist ricos, en torno a las modalidades de detenci n ilegal, el uso de sendasó ó  
t cnicas de tortura y vej menes, como protocolo de amedrentamiento paraé á  
obtener confesiones y delaciones de otros sujetos de inter s para el rganoé ó  
represor,  permite  a  la  luz  de  las  m ximas  de  experiencia,  elaborar  lasá  
presunciones graves y concordantes acerca del impacto de tales sucesos en la 
vida del grupo familia que demanda.

Que entonces,  mediante  un proceso de  razonamiento,  a  partir  de 
hechos ciertos y probados, como los allanamientos y detenciones ilegales del 
grupo familiar,  sumadas  las  m ximas  de  experiencia,  se  puede presumirá  
fundadamente  que los demandantes padecieron un da o extrapatrimonialñ  
derivado  de  aquello,  por  lo  que  no  cabe  sino  dar  lugar  a  la  acci nó  
indemnizatoria solicitada, aunque no por la suma pedida en la demanda.

En  este  aspecto  se  tendr  en  consideraci n  no  s lo  la  situaci ná ó ó ó  
especial de cada uno de los actores, sino tambi n las indemnizaciones fijadasé  
en otros casos de v ctimas de violaciones a los Derechos Humanos.í

QUINCUAG SIMO PRIMERO:  É Que, reconociendo desde luego 
las  falencias  que  tiene  una  indemnizaci n  en  dinero  para  los  hechosó  
vivenciados por el actor, que solo por la v a de la compensaci n se pretendeí ó  
morigerar en su esfera m s ntima los efectos y secuelas de los mismos,á í  
atendida la gravedad de los hechos, habr  de analizar la situaci n de cadaá ó  
uno de las victimas.

As ,í  se  tiene  en  particular  consideraci n  que  don  Eliseo  Davidó  
Antonio Richards Torres, jefe de hogar, estuvo privado de libertad 7 d as,í  
sometido  a   golpes,  intensos  interrogatorios  y  condiciones  en  que  fue 
detenido, as  como el natural terror que ha de haber experimentado con loí  
que paralelamente ocurr a a su c nyuge e hijas, las secuelas sicol gicas queí ó ó  
produjeron en el desarrollo de su vida familiar y profesional, llevan a esta 
jueza a regular prudencialmente el quantum indemnizatorio en la suma de 
$30.000.000.- (treinta millones de pesos),.

Que do a Mar a Gabriela Richards Zepeda, joven de tan solo 21ñ í  
a os,  estuvo  privada  de  libertad,  y  fue  sujeto  de  golpes,  insultos,ñ  
interrogatorios  y  torturas  que  relata,  y  condenada  posteriormente 
aproximadamente  2  a os,  8  meses  y  17  d as,  para  luego  ser  absuelta,ñ í  
teniendo  secuelas  como f sicos  en  la  cabeza  y  o dos,  como psicol gicasí í ó  
propias por lo ocurrido, por lo que se fija el quantum indemnizatorio en la 
suma de $50.000.000.- (cincuenta millones de pesos).

QUINCUAG SIMO SEGUNDOÉ  : Que luego, respecto de do añ  
Mar a Paulina Richards Zepeda estuvo detenida por aproximadamente 15í  
d as, siendo golpeada, vejada, amenazada, entre otros hechos que relata, porí  
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lo  que  se  fija  el  quantum indemnizatorio  en  la  suma de  $17.000.000.- 
(diecisiete millones de pesos).

Para do a Nancy Elba Zepeda Salfate, se considerar  igualmente lañ á  
duraci n de la privaci n de libertad (7 d as), los maltratos f sicos e insultosó ó í í  
que fue sujeto, as  como los severos e intensos interrogatorios y amenazasí  
recibidas, el p nico por sus hijas, as  como las secuelas sicol gicas que leá í ó  
produjeron,  por  lo  que  se  regula  prudencialmente  el  quantum 
indemnizatorio en la suma de $30.000.000.- (treinta millones de pesos).

Finalmente, con respecto a don Omar Gast n Zepeda Salfate, quienó  
estuvo privado de libertad por 7 d as, siendo golpeado y encapuchado paraí  
ser interrogado, por lo que se fija el quantum indemnizatorio en la suma de 
$12.000.000.- (doce millones de pesos).

CUADRAG SIMO  TERCERO:  É Que,  atendido  el  car cterá  
declarativo  del  proceso,  la  suma  ordenada  pagar  devengar  intereses  yá  
reajustes, una vez que se encuentre firme o ejecutoriada y hasta su pago 
efectivo.

CUADRAG SIMO  CUARTO:  É Que  atendido  el  m rito  de  loé  
razonado  anteriormente  y  el  hecho  que  la  demandada  no  controvirtió 
sustancialmente los hechos, cada parte pagar  sus costas. á

Por estas consideraciones y lo dispuesto en los art culos 160, 170, 748í  
y  siguientes  del  C digo  de  Procedimiento  Civil;  art culo  48 del  C digoó í ó  
Org nico de Tribunales; art culos 2332 y 2497 del C digo Civil; Ley Ná í ó ° 
19.992, ley N  19.123; art culo 2.3 del  Pacto Internacional de Derechos° í  
Civiles y Pol ticos; art culo 14.1 de la Convenci n sobre la Tortura y otrosí í ó  
tratos o penas crueles, inhumanos y degradantes; art culos 1.1, 2 y 63.1 deí  
la Convenci n Americana de Derechos Humanos; los Principios 15, 18 y 20ó  
de los Principios y directrices b sicos sobre el derecho de las v ctimas deá í  
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y 
de violaciones graves del derecho internacional humanitario, se declara:

I.-  Que se  rechazan las excepciones de reparaci n del  da o y deó ñ  
prescripci n deducidas por la demandada; ó

II.- Que se acoge parcialmente la demanda de fecha 29 de enero de 
2024, conden ndose al Fisco a pagar a don Eliseo David Antonio Richardsá  
Torres la suma de $30.000.000.-, a do a Nancy Elba Zepeda Salfate, lañ  
suma de $30.000.000; a do a Mar a Gabriela Richards Zepeda la suma deñ í  
$50.000.000.-;  a  do a  Mar a  Paulina  Richards  Zepeda  la  suma  deñ í  
$17.000.000,  y  a  don  Omar  Gast n  Zepeda  Salfate  $12.000.000.-  poró  
concepto de indemnizaci n de perjuicios por da o moral;ó ñ

III.-  Que  la  suma ordenada  pagar  devengar  reajustes  e  interesesá  
desde que el presente fallo quede ejecutoriado y hasta su pago efectivo.

IV.- Que cada parte pagar  sus costas. á
Reg strese, notif quese, cons ltese sino se apelare.í í ú
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DICTADA  POR  DO A  ROC O  P REZ  GAMBOA,  JUEZAÑ Í É  
TITULAR. 

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del art. 162 
del C.P.C. en  Santiago,  veintitr s de abril de dos mil veinticincoé

Código: LXQKXURPLXD

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl


		2025-04-23T22:00:05-0400




